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			Presentación

			La pregunta central que se plantea en el libro La ciudadanía y sus límites es la siguiente: «¿Constituye la propuesta de una ciudadanía cosmopolita una alternativa, normativamente deseable y empíricamente viable, frente al modelo de ciudadanía nacional?». Haciéndose cargo de la crisis del Estado-nación, y seguramente de sus propios viajes y experiencias políticas y filosóficas, por este ancho mundo, el autor arma en un poco más de 300 páginas un recorrido apasionante por reflexiones arduas, detalladas y minuciosas en torno a la ciudadanía, la comunidad política y sus proyecciones. Este recorrido se hace cargo tanto de la dimensión de los derechos y deberes individuales, bastante conocida, como de la dimensión colectiva de los mismos, más desafiante desde el punto de vista intelectual, moral y político. Partiendo de la idea de una «ciudadanía entendida bajo un régimen democrático», que «consiste en la posibilidad de participar de los asuntos de la polis» (pág. 66), se revisa una gran cantidad de concepciones clásicas, modernas y contemporáneas acerca de lo que encierra esta idea básica que organiza nuestras comunidades políticas y sociales.

			Partiré señalando que este es un libro necesario en castellano, tanto en América Latina como en Chile en particular. Quienes trabajamos en campos asociados a la teoría política, la ciudadanía, los derechos, la justicia social, la historia o terrenos afines, bien sabemos que casi no existen en español libros de la envergadura del que nos propone Jaime Fierro. Este libro es una suma no en el sentido de sumar, sino que suma en el sentido de «lo más sustancial e importante de algo, o la recopilación de todas las partes de una ciencia o facultad»1 en el campo de la reflexión sobre ciudadanía, modelos de sociedad y justicia social. Nos acompañan aquí conceptos tan fundamentales como los de igualdad y libertad, así como la necesaria reflexión sobre el equilibrio que la democracia requiere entre ambos, según los momentos históricos analizados.

			El autor me señaló en algún momento que este libro es también la suma de varios años de trabajo intelectual, y puedo decir que se nota. El libro se propone presentar, analizar y discutir lo que se ha escrito acerca del concepto de ciudadanía en cuanto pertenencia a una comunidad política. Representa y condensa una gran cantidad de lecturas, desde los clásicos griegos y romanos hasta los textos más recientes en el campo de la teoría política y moral. Pone, por lo tanto, al alcance del lector, en algunas horas de lectura fácil y agradable, una vasta puesta en orden y discusión de innumerables argumentos. Quizá lo más notable de este libro es que para cada etapa de la historia, cada espacio de debate, pone a disposición del lector los variados razonamientos esgrimidos por los autores, con un meticuloso análisis de sus alcances y limitaciones. 

			Si bien el libro empieza su recorrido en la Grecia del siglo v a. C. (Capítulo 2), las preguntas que surgen de su lectura son de total actualidad: ¿qué comunidad política queremos, con qué derechos y deberes, incluyendo a quiénes?, ¿cómo hacemos pasar esos derechos desde una mera declaración en papel a una aplicación real?, ¿cómo corregimos el déficit de muchas de nuestras formas de comprender la ciudadanía? Cuando la Araucanía se enciende en un conflicto cada vez más radicalizado, cuando excluimos a los migrantes, cuando dejamos que ocurran los femicidios, cuando debatimos sobre la libertad de expresión, cuando nos dicen que la Organización de los Estados Americanos «se meta… su carta»2, cuando aquí debatimos de la nueva Constitución, por mencionar algunos casos, negamos o usamos muchos de los argumentos planteados y discutidos en este libro.

			Luego del paso detallado por las concepciones clásicas de la ciudadanía en el mundo antiguo, el autor, teniendo ya su base filosófica, política y moral establecida, nos guía por los debates modernos y contemporáneos, particularmente a partir de las nociones de democracia, libertad y participación política en las concepciones de Benjamín Constant e Isaiah Berlin. Ambos, como es sabido, debaten en torno a la libertad negativa –en cuanto ausencia de interferencia y, por ende, más individual– y la libertad positiva –en cuanto voluntad colectiva de autodeterminación del cuerpo social y político–. El autor plantea los argumentos recordando los contextos históricos que corresponden a estos debates (Capítulo 3) y los avances en la historia que han tenido las teorías acerca de la autonomía y llegada a la edad de la razón del individuo. 

			Luego repasa y analiza el clásico libro de Thomas H. Marshall del periodo de la post segunda guerra mundial, Ciudadanía y clase social, sobre las tres generaciones de derechos (civiles, políticos y sociales), así como el aporte fundamental de John Rawls en Teoría de la justicia, La justicia como equidad y Liberalismo político, cerrando con los argumentos comunitaristas, pero siempre dejando un espacio para una presentación de los límites de cada aporte (Capítulo 4). 

			Interesantemente también, el libro se hace cargo de los debates feministas (Capítulo 5) y de los desafíos que plantea el multiculturalismo a nuestras sociedades (Capítulo 6), para luego abordar los desafíos que la globalización en sus dimensiones económicas, políticas y culturales plantea al concepto de ciudadanía (Capítulo 7). 

			Mientras avanzamos hacia el final del libro, se puede apreciar con mayor fuerza la opción del autor, que mantiene el suspenso hasta el Capítulo 8, donde analiza los diferentes tipos de cosmopolitismo (moral, jurídico y político) en sus implicaciones normativas para la ciudadanía, cuestión que es retomada a partir de una reflexión muy aterrizada acerca de la posibilidad de una ciudadanía cosmopolita en un horizonte de corto y mediano plazo (Capítulo 9). 

			Para cada uno de estos debates el autor detalla además los aspectos descriptivos de cada noción, pero también sus implicancias normativas, pues este trabajo es un aporte a la ciencia política, a la sociología, pero también a la filosofía moral y política. La ética y la reflexión acerca de la virtud están presentes a lo largo del libro, algo que se agradece a la filosofía y se echa tremendamente de menos en nuestras ciencias sociales. No hay pudor en recordar que el ejercicio político implica virtud, compromiso, prudencia, altura de miras y, en lo afectivo, interés y amor al otro, en su diferencia radical. En algunos momentos el libro se adentra también en terrenos más psicológicos sobre la constitución del individuo en la sociedad. Nos acompañan en este recorrido autores como Aristóteles, Cicerón, Kant, Constant, Berlin, Rawls, Lister, Taylor, Kymlicka, Fraser, Arendt, Held, Habermas, Mouffe, mi querida Iris Marion Young, entre otros tantos conocidos y no tan conocidos en el panorama del pensamiento mundial sobre ciudadanía. Quizá eché de menos más referencias al bengalí Amartya Sen por sus importantes aportes a la teoría de justicia, pero concedo que sería el único al cual habría dado más espacio en esta impresionante galería de pensadores y pensadoras, aunque es muy entendible que la opción del autor haya sido privilegiar los debates en torno a la ciudadanía.

			Este libro tiene pretensiones, y cumple con cada una de ellas. Quizá la principal es la ambición de reflexionar acerca de si hoy puede existir una ciudadanía fuera de las comunidades políticas nacionales, es decir, la posibilidad de un patriotismo constitucional. Obviamente se trata de un trabajo ponderado, prudente, como su autor. Leyendo los capítulos finales acerca de la posibilidad de una ciudadanía cosmopolita, y recordando mi propia experiencia como binacional y quizá tri-ciudadana, si se incluye la ciudadanía europea, me sentí más desafiada en lo que soy. Pensé en el texto de Kant, La paz perpetua, de 1795, cuando en plenas guerras napoleónicas imaginaba un mundo –europeo más bien– en el cual ya no consideraríamos la paz como ausencia de hostilidades, sino que como paz en sí. Este texto tiene más de dos siglos, pero tuvo una visión que parcialmente vemos encarnada hoy y que ha permitido por lo menos setenta años de paz en el continente europeo (aunque debajo de la alfombra queden los Balcanes). En cierta medida también, me parece que disponemos de las herramientas mentales y humanas para avanzar hacia una suerte de ciudadanía cosmopolita, desafiando quizá prontamente el juicio de Hume cuando señala en su Tratado de la naturaleza humana de 1739: «Los hombres siendo naturalmente egoístas, o dotados solo de una generosidad limitada, no se inducen fácilmente a realizar ninguna acción por el interés de los extraños, excepto con miras a alguna ventaja recíproca» (parte II, sección V, pág. 266)3. 

			Sin embargo, el análisis crítico que realiza Jaime Fierro sobre la posibilidad y deseabilidad de una ciudadanía cosmopolita es bastante concluyente al respecto. Advierte que, particularmente frente al cosmopolitismo político, «La posibilidad de una democracia cosmopolita con ciudadanos cosmopolitas (con los mismos derechos y obligaciones), un grupo que coincidiría con toda la humanidad, es una aspiración peligrosa», ya que «podría significar la hegemonía mundial de un poder dominante» (pág. 294). Nos recuerda que «Kant rechazó en su momento la idea de un gobierno mundial porque podría conducir hacia un despotismo universal, sobre la base del monopolio de la violencia» y, lo que es más importante, sostiene Fierro, «Es muy difícil imaginar cómo un gobierno mundial podría quedar sujeto a un control democrático efectivo» (págs. 289-90) por parte de la ciudadanía. De ahí la importancia de que, y ya para cerrar el libro, el autor centre su análisis en la relación entre ciudadanía y democracia (Capítulo 10).

			La presente edición es también una versión ampliada y comentada con la finalidad de precisar algunos aspectos, pero conservando la estructura inicial del texto, se ha incorporado un conjunto de nuevas lecturas en algunos de sus capítulos, preferentemente en las notas a pie de página. Y, a su vez, se han incluido un Epígrafe, dos Prólogos, quince comentarios y una entrevista. 

			En resumen, este es uno de los libros que uno puede usar como brújula mental para pensar los debates actuales, con ponderación, en cuanto a las ventajas y desventajas de cada uno de los argumentos que podemos esgrimir, y en cuanto a sus alcances si se llegaran a aplicar. Es un libro completo, rico, un buen amigo para pensar. Pero también abre la puerta a la pasión respecto de los proyectos y el tipo de comunidad social y política de la cual queremos ser parte aquí, allá, hoy y a futuro. 

			Emmanuelle Barozet4

			Departamento de Sociología

			Universidad de Chile






			Epílogo
La ciudadanía y sus límites: propuestas y rutas5

			¿Constituye la propuesta de una ciudadanía cosmopolita una alternativa, normativamente deseable y empíricamente viable, frente al modelo de ciudadanía nacional?

			El solo hecho de que hayamos interrumpido la rutina para discutir sobre asuntos colectivos, particularmente sobre La ciudadanía y sus límites es una manera de corregir un serio déficit de nuestra cultura política. Orientado por la pregunta que ocupamos como epígrafe, este libro es, al mismo tiempo, una invitación y un desafío a retomar el urgente diálogo sobre nuestra pertenencia a la comunidad política, desde el hecho de encontrarnos en un mundo globalizado. 

			Para abordar este asunto el autor nos ofrece un trabajo de enormes proporciones. En un texto profundo, coherente y muy bien documentado, se recogen y ponen a nuestro alcance varios siglos de tradición filosófico-política occidental. Más allá de si uno adhiere o no a las matrices que van ordenando el debate, críticas que el mismo autor muestra con elocuencia, se nos ofrecen piezas claves para la comprensión de un asunto de primera importancia: la noción de ciudadanía y su compleja relación con el fenómeno de la globalización.

			Quizás algo distintivo, y particularmente cautivante de este trabajo, es su tratamiento de los autores y sus propuestas. No deja de ser frecuente en libros de estas materias que, por dar forma a los propios argumentos, los grandes pensadores terminan organizados de forma enciclopédica, agregados en cronologías o tablas alfabéticas. 

			Aquí se trata ante todo de un cuidado trabajo sobre las ideas. La labor de conocer y mostrar el pensamiento desde lo que las ideas pueden decir de sí y de su tiempo. En este sentido, es un libro arriesgado, pues pone sus propias hipótesis y fundamentación a disposición de su confirmación o su rechazo. 

			Por eso requiere de un lector que acepte el desafío de entrar en su propuesta. No hay lugar para turismo. Somos provocados a entrar en un diálogo polémico con cada una de las proposiciones. Un lector interesado vivirá la experiencia fundamental en el saber: ganar honestidad con el propio punto de vista y sus límites. 

			Parafraseando a Karl Ranher, uno puede decir que tras el arduo y solitario trabajo de un concepto es imposible permanecer indiferente: o salimos persuadidos de enfoques nuevos, o bien fortalecidos en nuestras propias convicciones. 

			En síntesis, este libro no es un manual de educación cívica con el cual se pueda estar simplemente de acuerdo o no. Este libro es un modelo de discusión sobre los fundamentos y posibilidades de aquello que llamamos ciudadanía en un mundo global. En él, cada uno tendrá que encontrar cuál es su respuesta a la pregunta que lo orienta. 

			Sobre el problema planteado

			El libro comienza constatando que desde que T. H. Marshall publicara en 1950 Ciudadanía y clase social la noción de ciudadanía se ha fragmentado en múltiples definiciones. Esto, debido a que desde la forma (digamos clásica) de un debate más bien jurídico normativo, se desplaza a uno filosófico político. Ya no es tan relevante determinar las reglas que confieren una calidad, sino más bien reflexionar bajo qué condiciones se reconoce una existencia. A esta tarea se abocan con entusiasmo diversas corrientes que quieren relevar su propio punto de vista. Feminismo, multiculturalismo, comunitarismo, liberalismo, republicanismo, nacionalismo, entre otros, van proponiendo sus perspectivas. 

			Sin embargo, y a pesar de las diferencias entre ellas, permanece inalterable el hecho de que todas estas propuestas se elaboran desde un presupuesto común: ser ciudadano/a es, en definitiva, un «estatus de pertenencia a una comunidad política nacional» (pág. 48). Se trata del vínculo entre un individuo y una comunidad particular determinada. 

			Esto es clave para responder la pregunta que el trabajo se propone y deja de manifiesto su relevancia como se muestra, la noción de ciudanía no es un concepto aislado, sino aquello que en su contenido, es decir, su comprensión de la persona en relación con la comunidad, determina las formas institucionales, orgánicas y legales, que la voluntad comunitaria se ha dado para salvaguardarla. El Estado de Derecho y la democracia, sin duda, entre las más importantes. 

			Destaquemos la relevancia. Si las formas de convivencia que reconocemos como más humanizadoras en la sociedad contemporánea descansan sobre una noción de ciudadanía que se afirma desde la relación nuclear del individuo con, y definido desde, su vínculo de pertenencia con la comunidad política (vínculo con el Estado-nación), debemos estudiar seriamente si las ideas de una ciudadanía global o cosmopolita que desconocen la relevancia de este vínculo, no llevarían a desvirtuar estas formas de convivencia que con tanto esfuerzo nos hemos dado para humanizarnos. 

			Lo anterior no implica negar la existencia de asuntos que reclaman ser abordados universalmente. Algunos nuevos, algunos tan antiguos como la humanidad misma. En este sentido, las migraciones, los derechos humanos, la gobernanza global, los riesgos ecológicos, entre otros, deben ser decididamente tratados por todas las comunidades en conjunto. 

			La cuestión fundamental es que si de la constatación de estos asuntos y la necesidad de ser tratados en conjunto se deriva el hecho de que hemos entrado en una era posnacional, donde debemos cuestionar un concepto basal en la construcción de las comunidades políticas democráticas occidentales. 

			Se trata de estudiar si existen razones morales o de hecho que sean lo suficientemente fuertes como para afirmar que es deseable reemplazar el vínculo inmediato con la comunidad por uno que sea establecido con una entidad mayor (para profundizar en este punto se pueden revisar las distintas justificaciones –moral, política y jurídica– a favor de esta comunidad mayor tratadas en el Capítulo 7).

			En este libro el autor establece claramente el núcleo del conflicto y, a partir él, saca una serie de consecuencias no solo en el orden teórico. Enfrenta también las cuestiones, muchas veces apremiantes, que imponen los acontecimientos pues está en juego la humanidad. Se trata entonces de discutir las ideas en relación con el mundo realmente existente, con sus complejidades y urgencias, pero sin dejarse llevar por emotividades. A mi modo de entender, se resuelven las cuestiones decisivas con claridad y contundentemente. 

			Sobre el método escogido

			Una manera de entender el conflicto que la pregunta orientadora del trabajo nos plantea es referirlo al viejo dilema de la relación entre lo universal y lo particular, donde los intereses de uno y otro orden se encuentran y son de difícil diferenciación. Lo particular, representado por la ciudadanía nacional como vínculo nuclear de pertenencia al Estado local. Lo universal, representado por la ciudadanía cosmopolita referida a cada individuo, digno en cuanto tal, perteneciente a una totalidad mayor sin mediaciones.

			Para abordar esta relación, en primer lugar, el autor establece la estructura fundamental del concepto de ciudadanía y cuál es el alcance que ha tenido el proceso de globalización sobre el Estado-nación. Con ello no solo elabora un material conceptual indispensable para su trabajo reflexivo, sino que ofrece una contribución en la discusión de ambos conceptos. 

			Una vez provisto de lo anterior fija las cuatro hipótesis que orientan su investigación y que en definitiva permitirán evaluar la consistencia de su respuesta.

			La primera de ellas es la necesidad de equilibrar la noción predominante de una ciudadanía liberal, marcada por el énfasis en la libertad negativa, por medio de su ponderación con las nociones de derechos y responsabilidades. Esta hipótesis se propone articular una ciudadanía responsable en relación con la participación política y la identidad como sentido de pertenencia. Conviene notar la actualidad de este debate hoy día en Chile. 

			La segunda es explicar su oposición a las sugerencias del declive del Estado-nación por causa de la globalización. Esto, principalmente, porque la globalización es un fenómeno multidimensional y de impacto diverso. Es decir, ni todo lo que implica la globalización es de orden político, ni todo aquello que tiene de político impacta con la misma intensidad sobre superficies semejantes. Así, la globalización de lo político debe ser ponderada en su propia cualidad y según la intensidad particular que adquiere en cada lugar específico. 

			La tercera, referida específicamente a la ciudadanía global, es el cuestionamiento sobre su viabilidad y deseabilidad desde la perspectiva moral, política y jurídica. Aunque cada una de ellas cuenta con una desarrollada reflexión, conviene destacar algunos aspectos importantes. 

			En cuanto a la moral, se muestra la imposibilidad de establecer una causalidad que permita legítimamente inferir la deseada corresponsabilidad con el destino de todos los seres humanos no connacionales. Hay una dimensión del encuentro inmediato que es insustituible y determinante a la hora de establecer las pertenencias, que la globalidad no consigue ofrecer. 

			Respecto de la jurídica, se presenta a partir del problema de la universalización de la protección de derechos y, particularmente, por la imposibilidad de establecer legítimamente condiciones de exigibilidad para los derechos sociales. Esto, no solo debido a las dificultades de estandarización de las calidad de vida en países con realidades muy diferentes, sino también por la improcedencia de la determinación externa de las políticas sobre los recursos internos. 

			Respecto de la política (expresado en el deseo de una Constitución planetaria), se señalan, junto a la contundente crítica que propone Chantal Mouffe al delirio universalista liberal, los problemas prácticos de la gobernanza internacional y la representación mediada. No solo la posibilidad de la instalación de una especie de enorme burocracia internacional, sino el adecuado control sobre ella de estos soberanos dispersos, diluye las expectativas. 

			Finalmente, la cuarta hipótesis postula la inviabilidad empírica de la propuesta de una ciudadanía cosmopolita y cuestiona su valor en relación con la democracia. Como mostramos ya, hay un valor insustituible que la democracia consigue, por así decirlo, con el hecho de que nos encontremos cara a cara. En este sentido, transformar al interlocutor inmediato, aquel con el que comparto corrientemente la común tarea de vivir, por un interlocutor difuso, casi abstracto, impide que se realice el ideal de autodeterminación colectiva según su finalidad más inmediata, convivir reconociéndose. 

			Algunas contribuciones a destacar

			Sin duda cada lector tendrá que sacar sus propias conclusiones sobre si los resultados obtenidos consiguen responder adecuadamente la pregunta. Por mi parte, quiero sugerir tres contribuciones o, más bien, claves de lectura, que este trabajo ofrece como aporte a la reflexión actual y, desde ellas, una pregunta que creo vale la pena tener siempre presente cuando se discuten estas materias. 

			La primera contribución fundamental es la presentación de una idea de ciudadanía equilibrada a partir de un fortalecimiento de su dimensión relacional. 

			El autor se propone la ardua tarea de superar la simplificación liberal y, para ello, aborda las diversas dimensiones que componen este concepto. Tratadas en su complejidad, las estructuras formales y materiales que determinan la ciudadanía permiten comprender mejor por qué ha servido para hacer más probable una convivencia humanizadora. 

			Articular la ciudadanía como pertenencia, como forma normativa, como reconocimiento, como posibilidad de acción, como responsabilidad correlativa, nos muestra que su complejidad contiene todavía una serie de posibilidades que exceden, en su conjunto, cada una de estas dimensiones particularmente considerada. Avanzaría más. La ciudadanía solo puede comprenderse correctamente hoy, cuando es considerada en (como) este sistema de relaciones y significados que se intercomunican entre sí, determinándose recíprocamente, de forma dinámica.

			Quizás la consideración de las condiciones materiales en que se ejerce o realiza, como queda tratado a propósito de las propuestas de T. H. Marshall, podrían haber tenido un lugar más relevante a la hora de sintetizar los resultados. Sin embargo, si se atiende el contexto general del proyecto del libro, que no es directamente la ciudadanía, sino esta en relación con la idea de una ciudadanía cosmopolita, se puede entender que no se haya llevado hasta «sus límites». Algo semejante sucede con la noción de democracia subrayada hacia el final de la obra. En particular, cuando se constata que ha sido estructurada sobre la tensión de legitimar un sistema participativo (de mayorías) que, al mismo tiempo y sin contradicción, permita mantener «a raya» a las mayorías populares. 

			Como hemos expresado antes, el libro permanece en esta tensión entre lo universal y lo particular, entre la transformación y la permanencia. La ciudadanía como participación individual, en el marco de un sistema democrático universal, como un sistema de renovación a favor de las mayorías, equilibrándose con la legítima posición de las minorías, sean estas cuales sean. 

			Queda como materia para continuar la discusión la reflexión sobre el punto en que las instituciones del Estado de derecho democrático, producto de esta misma tensión ciudadana, no se vuelven opresivas frente a su propia finalidad. Es decir que, en lugar de proteger y garantizar el desarrollo de sus destinatarios, se vuelve en protección de un grupo minoritario dentro de la comunidad. 

			Una segunda contribución, muy relacionada con la anterior, es la proposición de la ciudadanía como complejidad dinámica. Esto queda perfectamente evidenciado en las reiteradas, y notablemente eruditas, referencias a los diferentes momentos de comprensión que se tiene sobre ella. Es de destacar el notable recorrido que se ofrece y la abundante bibliografía con que se respalda cada afirmación en esta materia. Junto a ello, la muy lograda contextualización de las proposiciones en cada periodo, especialmente el de las comprensiones griegas. 

			Esta forma de presentar las ideas, que destaca la fuerza de las ideas en la realidad concreta en que fueron propuestas, más que la autoridad de quien las formula, permiten al lector actual intentar un ejercicio semejante. Es decir, nos obliga a un ejercicio de honestidad para explicarnos a nosotros mismos cuáles son las condiciones que hacen posible que afirmemos, cada uno, la ciudadanía al modo en que nos la explicamos, defendemos y representamos. 

			O quizás, con un enfoque aún más autocrítico, se podría contrastar hasta qué punto la noción de ciudadanía que nos damos a nosotros mismos, tiene su correlato en el mundo realmente existente y cuáles están basadas en supuestos que, de hecho, solo se verifican, para bien o para mal, en el mundo de las ideas (o ideologías).

			Creo que este punto se vuelve especialmente valioso en el contexto en que nos encontramos hoy como país: discutiendo una nueva Constitución. 

			Ante esta realidad, las proposiciones sugeridas en este modo «situado» y, consecuentemente «dinámico», son un llamado a contrastar honestamente la historia delante de nosotros y nuestras consideraciones sobre ella. Y fíjense que en este sentido no se trata de un asunto de honestidad moral, en el sentido de la probidad de aquello que defendemos. Se trata más bien de un ejercicio de la mejor racionalidad política. Debemos enfrentarnos a la consistencia o inconsistencia de las proposiciones que defendemos respecto de las instituciones existentes y su contexto histórico particular. Es una invitación a desmontar nuestros propios discursos para darle lugar a la realidad y, así mismo, responderle a la realidad más auténticamente desde nuestros propios discursos. 

			Un ejemplo, que me surge a propósito de una experiencia reciente realizando un Encuentro Local Autoconvocado en la Carcel de Colina 2. Bien podríamos preguntarnos, desde la perspectiva ciudadana compleja y dinámica como la que el autor propone, cómo se puede defender como democrática la privación del derecho-deber de votar a los internos de las cárceles que no han sido condenados por delitos contra la democracia (si se puede entender así el terrorismo) excluyéndolos de cualquier posibilidad de control sobre sus condiciones de vida en el único lugar donde, siendo el Estado absoluto, se violan masiva y sistemáticamente los derechos humanos. 

			Una tercera contribución tiene que ver con la audacia de proponer una conclusión respecto de lo que es probable y deseable que suceda en el futuro, en particular, frente a las ideas que se postulan sobre la posibilidad de esta ciudadanía global. Fijémonos que dejar por escrito estas propuestas o, mejor, estas conclusiones respecto del futuro, deja al libro en una posición de eventual apoyo o rechazo ad aeternum. 

			Una manera de entender esto es que los tratadistas del futuro, futuro que, como siempre, es promesa y esperanza, lo volverán a leer y releer desde su propia realidad. Podemos preguntarnos qué pasaría si efectivamente se llega a una especie de ciudadanía cosmopolita (sea como fuere en el contexto que se afirme y bajo las condiciones que ellos, los del futuro, consideren que ha de ser llamado de esa manera). Tendrán este texto en las manos y dirán: «y pensar que en lo que ellos llamaron mundo contemporáneo pensaban que esto era imposible».

			O pongámonos en el caso contrario. Supongamos que nunca se produjo el paso a la ciudadanía cosmopolita. Los tratadistas del futuro estarán forzados a decir: «Fierro tuvo razón, nunca vino, era empírica y normativamente imposible». Aunque ese comentario, desde una perspectiva escatológica, solo sería posible después del último día de la humanidad. Confiando en que hay algo definitivo y permanente que le sigue. 

			O de manera más dramática, si puestos delante de una eventual debacle del proyecto globalizante. Es decir, que efectivamente se hubiera llevado el proyecto de ciudadanía global hasta sus extremos y hubiera fracasado. Ahí tendrían que decir: «deberíamos haber leído a Fierro con más atención y nos habríamos ahorrado tantos males». 

			Ahora bien. Hay otra manera de entender esta propuesta en su visión sobre el futuro. Es comprenderla como una propuesta, por así decirlo, menos futurológica y más valórico-programática. Afirmarla en su conjunto como una declaración de deseo de mayor humanidad. Este es, a mi entender, un ángulo más interesante y en un sentido distinto, más permanente, que el «oracular» para la comprensión del texto. 

			Desde esta perspectiva, la conclusión del libro se puede proponer de la siguiente manera: la ciudadanía, como nuestra forma histórica de humanización en comunidad, pende hoy de la democracia, y la democracia pende, a su vez, de un tipo de relación entre personas que solo es posible en el Estado-nación y que es imposible en la situación de globalización, incluso regional. 

			Si esto es así, el centro de la crítica a la posibilidad de la ciudadanía cosmopolita no está en una negación: los argumentos a su favor son pocos o malos. Más creo que todo el trabajo se puede leer desde una afirmación. A favor de la ciudadanía nacional podría darse un solo argumento, y es el mejor: la mayor humanización posible. 

			Los mejores argumentos están a favor de la democracia de ciudadanos nacionales porque es, como se muestra, la forma de relacionarnos que hace más probable que vivamos de manera más humana, ya que nos da una pertenencia singular a la comunidad en la que necesariamente vivimos. 

			Quiero decirlo de manera más imbricada para mostrar en qué sentido esto es muy relevante para el futuro. El sentido general del argumento que orienta el libro frente a la imposibilidad normativa de la ciudadanía cosmopolita se puede entender, inversamente, como la afirmación de la mayor probabilidad de humanización que hemos conseguido a partir de este sistema de relaciones particular. Imperfecto, sin duda. Mejorable, en muchos sentidos. Sin embargo, sigue siendo el resultado del largo camino de una afirmación y no de una negación. Siempre es necesario volver a recordarnos que lo que nos hemos dado y ha cumplido este objetivo, no es el fruto de una idea de un momento, sino el resultado de un largo camino, con aciertos y errores. 

			Ciudadanía o «ciudadanizarse». Se trata de insistir en la búsqueda de la mayor probabilidad de humanización en lo que la realidad, el mundo realmente existente, nos da de sí, afirmándolo. Y ese mundo, lo universal de ese mundo, está inmediatamente determinado por mi comunidad de pertenencia. 

			Visto desde esta perspectiva, me parece que la propuesta de este libro y, sobre todo, la preocupación que lo anima por profundizar aquello donde hemos encontrado maneras de hacernos más humanos, no pasarán con los años. 

			A propósito de esto último, quiero terminar apuntando un aspecto que creo se nos abre en la lectura y me parece un llamado urgente para los que estamos interesados en estos temas políticos: una de las grandes críticas al pensamiento liberal que marca nuestro pensamiento político, es que no asume su relación con la historia. La realidad queda demasiado lejos y las personas que la habitan también. De aquí que experimentemos la realidad como algo fragmentado. Personas e historia fuera del alcance de las teorías. 

			Libros como este nos invitan a volver a preguntarles a la realidad y a las personas qué tipo de ciudadanía necesitan y cuáles son sus alcances. La historia acontece en todos los lugares, en todas las personas. Pero nosotros, si tenemos la oportunidad de escoger un lugar de la historia para ir a preguntar, creo que debemos correr a los márgenes. Ir donde otros no saben, no quieren o no pueden. Pues es ahí donde la historia muestra su dimensión deficitaria, y, por lo tanto, donde se nos plantean las mayores preguntas sobre esta dimensión humanizadora. 

			Ir donde las personas que quedan a trasmano en nuestra comunidad política. Donde los que no entendemos por su lengua, por sus límites físicos o psicológicos. Ir a los lugares donde las normas jurídicas no alcanzan a proteger los bosques, los glaciares, las aguas. Las personas y los lugares que cargan con nuestra historia, con las decisiones políticas y económicas, sin tener la menor injerencia en ellas. 

			La ciudadanía a la que aspiramos debe ser en su forma expresión de su contenido. Ser comunidad, democrática, supone que salgamos a incorporar a los que quedan fuera. Que fortalezcamos las dimensiones emancipadoras de lo que hemos recibido para que ellos formen parte. Si no, nuestra democracia y nuestra ciudadanía permanecen vulnerables e incompletas. Afirmar la ciudadanía y la democracia es radicalizar sus posibilidades humanizadoras. 

			Digo esto pensando en el antiguo rector de la Universidad Alberto Hurtado, donde tengo la alegría de trabajar. Él repetía muchas veces algo así como: trabajemos mirando Chile y sus personas de manera tal, que, cuando se ponga el sol sobre las construcciones institucionales y teóricas que nos hemos dado, no tengamos que preguntarnos como el poeta:

			Piedra en la piedra, el hombre, dónde estuvo? 


			Aire en el aire, el hombre, dónde estuvo? 


			Tiempo en el tiempo, el hombre, dónde estuvo?

			(…) pusiste
 piedra en la piedra, y en la base, harapos?6

			Juan Diego Galaz, S.J.7

			Facultad de Derecho

			Universidad Alberto Hurtado






			Prólogo I

			La ciudadanía y sus límites

			Este libro es una valiosa guía para emprender una reflexión sobre la ciudadanía, una noción que se ha vuelto central para la teoría y la práctica política contemporánea, pero que al mismo tiempo resulta problemática, por estar situada en el lugar en que se encuentran y entrelazan diversas y cruciales cuestiones que centran el debate filosófico y político de nuestro tiempo. Tanto si nos referimos a la posición subordinada que tienen en nuestras sociedades las mujeres, o a la relativa exclusión de las minorías étnicas o culturales y, en general, de quienes presentan rasgos diferentes de los que caracterizan al grupo predominante en una sociedad; si atendemos a la estratificación jerarquizada que los recursos de renta, educación y dotaciones sociales que se establecen entre las personas, o si consideramos las demandas de acceso y refugio de millones de migrantes y exiliados en todo el mundo, topamos inevitablemente con el concepto de ciudadanía. Se trata siempre de saber a quiénes incluye y qué significa en cada caso la preciada condición de ciudadano; no solo desde la perspectiva legal, sino desde un punto de vista político y moral.

			Pues también se hace necesaria la reflexión sobre la ciudadanía si nos preocupa la calidad, y aun la supervivencia, de la democracia en las sociedades contemporáneas. Sabido es que las instituciones, los marcos constitucionales y los derechos no se sostienen por sí solos; a la postre, son los ciudadanos quienes les dan vida o los dejan caer. Eso explica que el debate de buena parte de la filosofía política contemporánea se haya vuelto hacia la figura del ciudadano y las disposiciones o virtudes públicas que cabría esperar o exigir de él. Basta considerar la desafección política de tantos ciudadanos, el éxito de las estrategias populistas o la larga sombra de la corrupción para comprender la necesidad de reflexionar sobre el significado y el valor de la ciudadanía. 

			Jaime Fierro nos proporciona valiosos materiales para esta reflexión. Cada uno de los capítulos de este volumen contiene una densa y documentada exposición sobre esos aspectos de la noción de ciudadanía, recogiendo los más destacados desarrollos y debates actuales sobre cada tema. Comienza por volverse hacia la interpretación estrictamente clásica de la ciudadanía, tal como aparece en el mundo griego y romano y en sus teóricos (Aristóteles o Cicerón), en un regreso indispensable para recobrar los rasgos esenciales del concepto. Pero su esfuerzo crítico se centra sobre todo en la concepción dominante de la ciudadanía en las sociedades occidentales, en el modelo liberal. Así, la noción de libertad como ausencia de interferencia, piedra angular del liberalismo político, es confrontada con la interpretación republicana de la libertad en clave positiva, como autodeterminación que se realiza a través de la participación política, y de la que se sigue una visión activa y virtuosa de la ciudadanía. 

			Del mismo modo, la visión individualista que el liberalismo tiene de la ciudadanía, concebida en términos de derechos (como se aprecia en la célebre caracterización de Marshall), y su pretensión de justo distanciamiento de cualquier concepción de la vida buena (como quiere Rawls), han de afrontar las críticas del comunitarismo a la idea de un yo desarraigado, a la elusión del compromiso con valores y modelos de vida compartidos; y en último término a una demanda de derechos que rehúye la responsabilidad que se concreta en deberes comunitarios. 

			El concepto universalista de la ciudadanía propio del liberalismo ha de hacer frente también a la realidad de la diferencia que habita en su seno. La mera reivindicación de la igualdad entre individuos, abstraída de la diversidad de condiciones y situaciones reales en la vida social, no hace justicia a todos ellos. En primer lugar, no es justa con las mujeres, a las que se asigna un papel en la vida privada que se traduce en ausencia o marginación en la esfera pública. Fierro recoge en un esclarecedor capítulo los planteamientos de las corrientes principales del feminismo contemporáneo, que vendrían a converger en la demanda de un «universalismo diferenciado», capaz de conciliar igualdad y diferencia. Pero tampoco parece adaptarse la concepción homogeneizadora de la ciudadanía a la pluralidad cultural de las sociedades contemporáneas, en la medida en que esta no puede resolverse por la mera asimilación de los individuos integrados en grupos minoritarios a la cultura mayoritaria o dominante en una sociedad dada: la teoría de la ciudadanía ha de enfrentarse con el denominado problema del multiculturalismo y con las demandas de una ciudadanía diferenciada, que pueda reconocer y acomodar las diversas identidades existentes en las sociedades plurales modernas sin perder por ello la cohesión y el sentido de pertenencia a la comunidad cívica compartida. Teniendo en cuenta además que estas demandas de reconocimiento han de conjugarse y hacerse compatibles con las demandas de redistribución (de justicia social), que recorren transversalmente la sociedad política.

			Y si bien el autor de este libro cuida de recoger los diversos enfoques sobre cada tema, tal como aparecen en sus exponentes más destacados en la literatura actual sobre la ciudadanía, se deja ver a lo largo de estas páginas su opción por una ciudadanía robusta, que incorpore participación activa, responsabilidad, derechos realmente disponibles y ejercitables (incluidos los derechos sociales que hacen posible la reivindicación y disfrute pleno del resto) y plena vinculación y lealtad a la comunidad política. En otras palabras, opera una crítica de la ciudadanía liberal en lo que tiene de individualismo, privatización y abstracción del marco social de los derechos.

			Esta propuesta de realización de la ciudadanía plantea una cuestión adicional, que tiene en este volumen la mayor importancia: la de cuál es el lugar apropiado para la ciudadanía, o –siguiendo el título– cuáles son los límites dentro de los que es viable la ciudadanía en su pleno y concreto sentido.

			Para esta cuestión parece haber, a grandes rasgos, dos respuestas alternativas: ciudadanía del Estado nacional o ciudadanía cosmopolita. Si la ciudadanía moderna se ha desarrollado y asentado en una sociedad política, el Estado, percibida como comunidad nacional, muchos piensan que la evolución del espacio político en las últimas décadas, en el sentido de una creciente comunicación e interdependencia mundial, parece desbordar los límites territoriales y competenciales del Estado nacional, que, según creen, sería ya incapaz de proporcionar a los ciudadanos la autonomía, derechos y prestaciones que requieren. Estaríamos en camino hacia la constitución de unidades políticas supraestatales, y en último término hacia un orden político mundial, por lo que, en correspondencia, la ciudadanía estatal-nacional debería ser reemplazada por una ciudadanía de alcance mundial, cosmopolita.

			Quizá la disyuntiva puede y debe ser formulada en términos menos tajantes y más matizados. Pero en ella se resumen no solo diagnósticos sobre las tendencias de la vida política de nuestro tiempo, sino formas de entender la política y perspectivas normativas diferentes.

			El autor de este libro no hurta al lector las posiciones encontradas que están presentes en este debate, pero deja clara su opción por el Estado nacional como espacio y fundamento adecuado para el desarrollo de una ciudadanía fuerte, activa y dotada de derechos, y en último término para una sociedad política democrática y justa. Teme, en cambio, que la propuesta cosmopolita, por más que parezca atractiva a primera vista, suponga un debilitamiento de la noción misma de ciudadanía, privándola de su sustancia política. A su juicio, el cosmopolitismo lleva el liberalismo a escala global, aflojando los vínculos de pertenencia y compromiso de los ciudadanos con las sociedades particulares reales, y oponiendo los derechos de los individuos y las corporaciones a la regulación política de los Estados: en la práctica, en beneficio de los actores políticos y económicos más poderosos.

			En defensa de esta tesis, los capítulos finales del libro se dedican a mostrar que la ciudadanía cosmopolita no es empíricamente viable ni normativamente deseable. En primer lugar porque, según reitera, el Estado nacional es y va a seguir siendo durante mucho tiempo el actor principal, tanto en el sistema internacional como en la vida interna de las sociedades. Considera que se ha exagerado el alcance de la globalización, que en realidad solo se da claramente en las transacciones financieras. Es más: la internacionalización económica afecta muy parcial y desigualmente a los países del mundo. De hecho, los Estados nacionales siguen teniendo la mayor capacidad de regulación en materia económica, y son los protagonistas del orden económico internacional. Además, continúan siendo los principales agentes de las políticas sociales de asistencia y bienestar y los principales garantes de los derechos sociales. Por otra parte, las propuestas de una gobernanza global aparecen lastradas por la asimetría de poder en las instituciones internacionales en beneficio de los Estados más poderosos y del capital global. Y estas instituciones están aquejadas de un grave déficit democrático: no dejan espacio a la participación ciudadana, aparte de que carecen de capacidad coercitiva para implementar sus acuerdos (capacidad que, de nuevo, solo poseen los Estados). Por último, tales instituciones no pueden proporcionar a los ciudadanos un foco de identificación cultural y afectiva que sustituya a los sentimientos de pertenencia y lealtad hacia las naciones.

			Pero el cosmopolitismo resulta también discutible en términos normativos, según Jaime Fierro. No puede decirse que nuestras obligaciones morales respecto a cualquier ser humano sean las mismas que las que tenemos hacia nuestros conciudadanos: la parcialidad moral es necesaria y está justificada por nuestros vínculos emocionales y morales con los compatriotas. En el plano jurídico, el cosmopolitismo se justificaría como garantía de los derechos humanos; sin embargo, la noción misma resulta controvertida, y en todo caso la posibilidad de garantizar los derechos sociales está ligada a los niveles de desarrollo de los diferentes países, ya que la imposición de responsabilidades globales al respecto sería no solo improbable, sino ilegítima. Por último, en el plano político, el cosmopolitismo supondría la disolución del antagonismo entre «ellos» y «nosotros», y con ello el fin de la política. Pero además excluye una ciudadanía realmente democrática, en la medida en que hace irrealizable la participación política y la rendición de cuentas. 

			Por tanto, la ciudadanía cosmopolita no sería, a fin de cuentas, sino una metáfora. A falta de un marco institucional que permita asignar y garantizar derechos y obligaciones de los ciudadanos del mundo, de un espacio de autogobierno, participación y responsabilidad, y de un suelo afectivo de identificación, la propuesta cosmopolita oscilaría entre la ingenuidad y la ideología. En último término, se corre el riesgo de debilitar la noción misma de ciudadanía y su relación con la democracia. A lo sumo cabría proponer una ciudadanía nacional «globalmente orientada», abierta a la cooperación internacional voluntaria sobre problemas globales. 

			Ahora bien, es cierto asimismo que uno no puede dejar de pensar desde un lugar y una época. Este libro se ubica en una sociedad situada en una región que ha ocupado un lugar dependiente en el sistema político y económico internacional, y que ha sido laboratorio ejemplar del neoliberalismo. No es extraño que su autor tienda a ver el cosmopolitismo con recelo, y que subraye en cambio la necesidad de construcción de una ciudadanía fuerte, dotada de derechos y responsabilidades, ligada política y sentimentalmente a un Estado nacional autónomo. En cambio, vistas las cosas desde la experiencia europea, se advierte que los Estados nacionales tienen una historia no solo de derechos y lealtades locales, sino de particularismo nacionalista y exclusión sangrienta (a menudo también dentro de ellos). El Estado nacional puede ser garante de los derechos y del autogobierno ciudadano, pero también es responsable de la hostilidad hacia los extraños, la expulsión o esclavización de los diferentes, la homogeneización y la sumisión forzada. Esto debería servir de advertencia ante la tentación de exaltar el valor de la identidad nacional y el patriotismo. 

			Los acontecimientos de los últimos tiempos, por otra parte, ayudan a enfriar las esperanzas de los cosmopolitas. La política internacional tiende a la renacionalización, y los procesos de integración regional se estancan o retroceden, mientras se refuerzan las fronteras y se contiene o expulsa a inmigrantes y refugiados. El tiempo parece estar dando la razón, una vez más, a los realistas hobbesianos (y schmittianos) frente a los cosmopolitas kantianos. Pero es de temer que, si se desvanece la perspectiva moral y jurídica universalista y pacifista del mejor cosmopolitismo, no mejoren por ello las expectativas de emancipación y autogobierno de los ciudadanos y Estados más débiles. 

			Javier Peña8
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			Universidad de Valladolid 

			 






			Prólogo II
Los Derechos Humanos como límite 

			El libro que el lector tiene en sus manos trata un asunto especialmente incómodo9. Para empezar, porque se trata de un asunto actual. Es verdad que todos lo son de alguna forma (todo lo que nos interesa queda actualizado por ese interés), pero algunos, como este de la ciudadanía, lo son de esa manera particular que impide tomar una saludable perspectiva. Este es uno de los problemas en los que estamos inmersos hoy; y quien más quien menos sabe que al hablar de ello se pone en juego algo más que la mera erudición. Por otro lado, es especialmente incómodo también porque una de las cuestiones que se discuten es la de qué se deba entender por ciudadanía. Hablar de los límites de la ciudadanía, como hace Fierro en este libro, exige, pues, empezar por el primero de ellos, esto es, por el límite conceptual. 

			Pero con ser esta delimitación la primera, no es, sin embargo, la más importante. Lo que interesa, a fin de cuentas, es ver cuáles son esos otros límites de la ciudadanía y si constituyen o no fronteras impenetrables. Por supuesto, ambas cuestiones están enlazadas. Si afirmamos que los límites de la ciudadanía son difusos, la misma noción de ciudadanía se podrá extender hasta incluir a todos los humanos en un mismo conjunto, el conjunto de la ciudadanía cosmopolita. Si no es así, si los límites son suficientemente densos, esa ciudadanía cosmopolita no pasará de ser una propuesta, atractiva quizá como una anhelada utopía, pero irrealizable y acaso poco digna de recomendación en el presente mundo. Esto es precisamente lo que opina el autor. Los límites de la ciudadanía, que son al fin y al cabo los límites de la democracia, no son imprecisos o vaporosos; la ciudadanía cosmopolita no es, pues, una opción. ¿Qué democracia mundial seríamos capaces de construir? Ni desde un punto de vista empírico ni desde uno normativo, piensa Fierro, parece posible tal cosa. En sus palabras: «La propuesta de una ‘ciudadanía cosmopolita’ es altamente inviable desde el punto de vista empírico, siendo, a su vez, cuestionable desde un punto de vista normativo, especialmente si consideramos el vínculo estrecho que existe entre ciudadanía y democracia» (pág. 52). En consecuencia, la ciudadanía nacional es la ciudadanía posible, la que está sostenida por un Estado que, en definitiva, la configura. Y es esta noción de ciudadanía la que tiene que confrontarse con las propuestas provenientes del feminismo, o con las exigencias del multiculturalismo o de la globalización.

			Se trata de un concepto de ciudadanía que se vertebra en torno a las nociones de derecho, responsabilidad, participación e identidad (págs. 52, 305, 327-8). No parece posible la ciudadanía, tal como la entiende Fierro, si no es como manifestación de la pertenencia a una colectividad que nos constituye y nos separa de y afirma frente a otros. La ciudadanía se conforma sobre la identificación de lo propio, sobre la caracterización de lo que nos hace distintos a los demás. Pero tampoco es posible la ciudadanía y esa identificación con lo propio sino en la medida en que participamos en dicha caracterización. Extremando las cosas, bien se puede decir que nuestra sola pertenencia al grupo, el ser, sin más, uno más, es ya una forma de participar en la configuración del conjunto, que sin nosotros sería un conjunto distinto, un conjunto con uno menos. Y más allá de eso, cuanto más clara y precisa es nuestra participación política (en el sentido más amplio), más se perfila nuestro carácter de ciudadano. Y, en fin, no es posible la participación sino sobre la base de nuestros derechos y nuestras responsabilidades. Somos ciudadanos en tanto participamos, y participamos en tanto ejercemos nuestros derechos y respondemos de nuestro actuar frente al grupo.

			Es desde este planteamiento, decíamos, desde donde se deben afrontar las cuestiones, problemáticas o no, del cosmopolitismo, del feminismo, del multiculturalismo, de la globalización. Una de estas cuestiones es precisamente la de los derechos. No hay, desde luego, ciudadanía sin derechos, y por tanto no es este el asunto que nos preocupa. Lo preocupante es que esos derechos se pueden concebir de varias maneras y no es el caso que todas ellas sean compatibles con la noción de ciudadanía que el autor defiende. 

			Los derechos subjetivos son una creación moderna cuyo origen puede rastrearse, como ha mostrado Villey, hasta la propuesta de Occam en torno a la pobreza franciscana, y que se enlaza a una noción de poder, del poder del titular para acceder a un estado de cosas protegido por el derecho10. Aunque, por supuesto, se han ido produciendo variaciones en dicha noción, pienso que no es insensato recuperar ese sentido moderno para defender un concepto de derecho que incorpore esta idea de poder del individuo para conseguir algo que se considera bueno. Desde este punto de vista, tener un derecho es tener un instrumento que nos permite conseguir cosas a despecho de lo que puedan oponer otros. Pienso que una idea así puede expresarse también diciendo que un derecho involucra una idea de libertad enlazada a la idea de que está mal que otros impidan el ejercicio de esa libertad. La idea de que el titular del derecho puede hacer que las cosas sean de una determinada manera es una idea que implica la de la libertad para hacer precisamente eso; tener poder para algo es, para empezar, tener posibilidad de hacer o no hacer ese algo; y, en segundo lugar, es también tener la fuerza suficiente para abatir todos los obstáculos que se interpongan. 

			Por otro lado, es obvio que estamos haciendo referencia a un poder normativo (y no meramente físico). De manera que podemos afirmar que tener un derecho es tener un poder proveniente de una norma. O, para ser más claros, podemos decir que un derecho es una norma que confiere un poder, que otorga una libertad y anula los obstáculos que puedan presentar otras personas. Un derecho es, en definitiva, una norma que establece que un determinado estado de cosas debe ser si el titular así lo quiere (o mientras no diga otra cosa), en principio por encima de cualquier otra consideración. Según lo veo, este concepto de derecho debe servir para hacer referencia a todas las entidades que reciben ese nombre, así se trate de derechos jurídicos, morales o sociales (adjetivados de ese modo según estén insertos en un conjunto de normas jurídicas, morales o sociales), o así sean derechos ordinarios, fundamentales o humanos. Y así como en todos los casos en que se hable de deber, tener un deber significa que existe una norma que establece que el titular (de ese deber) tiene que comportarse de una determinada manera con independencia de su voluntad; así en todos los casos en los que se habla de derecho, tener un derecho significa que hay una norma que me permite hacer algo y prohíbe que los demás me lo impidan. La idea de derecho enlaza la idea de libertad con la idea, al menos, de un deber de abstención impuesto a los demás. 

			Pero sea lo que sea de esta cuestión conceptual, los problemas que menciona Fierro en el libro parecen insoslayables en el análisis de la ciudadanía. Una ciudadanía sin derechos, decíamos antes, es difícil de entender; y, como acabamos de afirmar, es obvio que los derechos nos permiten gozar de un ámbito de libertad muy valioso para el individuo. Pero ¿podemos estar seguros de que todas las consecuencias derivadas de los derechos son beneficiosas? Fierro no lo cree así. Si uno de los pilares de la ciudadanía es la identidad y la identidad tiene que ver con la vida en común, no es descabellado pensar que los derechos pueden suponer un incómodo escollo. En palabras del autor: «La conquista de los derechos individuales y la vida privada se ha hecho, hasta cierto punto, a expensas de la vida pública» (pág. 123). No son, pues, el mejor instrumento para fomentar la creación de una ciudadanía sensata y libre; o al menos no lo son si no van acompañados de las necesarias responsabilidades. El individuo aislado, que considera que nada debe a la comunidad y, por tanto, que de nada debe responder, ese individuo que exige pero que no se cree llamado a aportar nada, ese individuo gozoso en sus derechos, es un mal elemento para construir una ciudadanía sólida. Llamar la atención sobre este punto, como hace Fierro, nos sirve para cuestionar algunos enfoques excesivamente optimistas sobre los derechos, sobre los derechos humanos en particular. No se trata, entiéndase bien, de acabar con los derechos humanos sin más; no se trata de denostarlos o de negar que sean un instrumento moral o jurídico imprescindible. Al contrario, se trata de reconocer su importancia y de darles el puesto que merecen en el ámbito de la ciudadanía nacional. El riesgo de hacer de los derechos humanos instrumentos extraordinarios no es baladí. Erigir con ellos una especie de utopía, configurarlos como entidades fabulosas (en todos los sentidos del término), los hace más débiles (que es precisamente lo contrario de lo que se busca). Pensar que en ellos se halla, por decirlo de algún modo, la respuesta a todos nuestros problemas y concebirlos de forma tal que sirvan para todo, solo hace que sirvan para poco o que produzcan consecuencias poco deseables. No es ocioso, pues, advertir que la utopía de los derechos no es algo muy halagüeño; no es inútil advertir que los derechos sin responsabilidades no generan una ciudadanía adulta sino que pueden llegar a disolverla. Y es ciertamente relevante reparar en el hecho de que es probable que un abordaje eficaz de determinadas cuestiones exija una rigurosa revisión de algunos planteamientos sobre los derechos.

			Esta cuestión de las responsabilidades es una de ellas. Pero, como tenemos ocasión de leer en el libro, hay otras. ¿Acaso se puede prescindir hoy de los enfoques feministas en la dilucidación de la noción de ciudadanía y en el debate sobre los derechos? Al tratar el autor del modelo de ciudadanía de neutralidad de género y del modelo de ciudadanía con diferenciación de género aparece la cuestión del reparto igual de los derechos o la de los derechos diferenciados (en especial la de los derechos reproductivos) (págs. 175-8). ¿Es que se puede soslayar despreocupadamente una cuestión de este calibre?

			¿Y qué decir si nos vamos al asunto del multiculturalismo? Como recuerda el autor, a veces se ha sostenido que los derechos colectivos son una amenaza para los derechos individuales y otras veces se ha dicho que son un requisito para su ejercicio o un medio para su protección (pág. 208). Pero previo a esto debemos preguntarnos: ¿es que es posible concebir derechos cuyos titulares sean determinados grupos de individuos? Desde luego, es habitual que digamos que tal grupo hizo tal cosa o que tal otra asociación quiere tal otra; o que tal Estado o cual universidad decidieron esto o lo otro. Sabemos lo que queremos decir y nos entendemos bien. Y somos capaces de exigir responsabilidad a dichos grupos por sus actos. En estricto rigor, sin embargo, son seres humanos individuales quienes hacen, quieren o deciden. En el campo de los derechos esto es especialmente importante, porque estamos tratando con instrumentos concedidos a las personas en su consideración individual. Parece que el poder que el derecho otorga lo tiene y lo ejerce un sujeto individual, porque lo que se protege es precisamente esa individualidad. Si quien decide es el grupo (a través de sus representantes), esa individualidad por supuesto se pierde (como ocurre en el caso de las asociaciones o los Estados). La cuestión es si un planteamiento así es coherente con lo que se pretende al conceder un derecho. Y la respuesta no es obvia. Traer al debate este asunto y mostrar cómo de ello depende también la construcción de una determinada concepción de la ciudadanía es, pues, una tarea necesaria, que Fierro aborda con precisión. 

			Por otro lado, asumir que hay diferencias entre los grupos culturales y que esas diferencias deben tener un reflejo en la concepción de la ciudadanía a que nos referimos, nos pone en contacto con otra de las cuestiones problemáticas. Se viene hablando con profusión desde hace ya unos cuantos años de la globalización. Vivimos, se dice, en un mundo cohesionado de tal modo (interconectado, se afirma) que se hace difícil si no imposible aislar una parte de él. Tal idea, desde luego, apunta también a la del reconocimiento de la multiplicidad cultural, pero invita a preguntarse si, o hasta qué punto, es posible encajar esa idea en la construcción de la noción de ciudadanía. Si, digámoslo así, estamos globalizados ¿nos obliga esto a elaborar una noción de ciudadanía correspondiente?, ¿tendremos que derribar las fronteras del Estado y abrirnos al mundo?

			Decíamos antes que la noción de ciudadanía que Fierro defiende se conforma con las de derechos y responsabilidades, participación e identidad. Al autor le parece claro que tales nociones no pueden ser plasmadas en la práctica con rigor sino en el ámbito del Estado-nación. Si nos fijamos en los derechos sociales, por ejemplo, es sensato pensar que es el Estado-nación la entidad mejor capacitada para garantizar su eficacia, permitiendo a sus titulares un ejercicio apropiado (quiero decir, propio de esa idea de identidad a la que nos hemos referido y adecuado a una noción de participación precisa). En términos más generales, afirma Fierro: «La posibilidad misma de los derechos humanos requiere tanto de la ciudadanía como de la comunidad política nacional que la hace posible» (pág. 327). Los derechos, pues, hacen la comunidad nacional (que no podría ser sin ellos), pero al mismo tiempo la comunidad nacional hace los derechos (cuyos límites se difuminarían de tal modo que nada o muy poco serían sin ella). La comunidad permite que yo sea titular de derechos no tanto porque me los conceda o deje de hacerlo, sino sobre todo porque sin comunidad uno no podría ser verdaderamente libre. Ni responsable: la comunidad es el foro en el que se hacen posibles mis derechos, pero también y por ello mismo, es el foro frente al que tengo una serie de responsabilidades, que no son meras ataduras, sino la otra faz de una única realidad, la realidad de mi ser situado en el interior de un grupo. Sin grupo yo no puedo ser, ni puedo gozar de derechos; pero sin responsabilidades el grupo no es posible.

			En otras palabras, para Fierro, la propuesta cosmopolita ni es ni puede ser la meta. Ya lo habíamos adelantado: si somos lo que somos lo somos porque formamos parte de una comunidad. Desde luego no solo somos un reflejo de la comunidad, pero no es menos cierto que eso (también) somos; y que, por poner un ejemplo, nuestra concepción de lo que es bueno tiene un componente social insoslayable: lo que es bueno para mí tiene que ver con lo que yo soy; y eso que yo soy lo soy en la medida que otros me han hecho. La comunidad, en definitiva, define mi identidad y me constituye. 

			Como indicábamos antes, las propuestas provenientes de estos enfoques cosmopolitas, las provenientes del liberalismo, pueden ser vistas como una especie de utopía (en la que, por cierto, no todo es bueno). Dice Alberto Savinio en la Introducción a La ciudad del sol, que «la utopía es un paraíso que el hombre fabrica por sí mismo»11. Creo que es una idea que podemos tomar para hablar de estos planteamientos. No es que los que elaboran tales doctrinas de los derechos humanos nos hablen de ciudades fantásticas con seres irreales (aunque si leemos a Rawls no parece que estemos tan lejos), pero de alguna manera se han ido construyendo unas nociones que apuntan a unos ideales de justicia y felicidad, que están lejos de poder ser alcanzados. No me refiero en este momento solo al hecho de que los derechos humanos no son respetados en la práctica, de manera que la construcción teórica va por un lado y la realidad política o social va por otro. Me refiero sobre todo al hecho de que la propia construcción teórica se ha elevado a unas alturas y con unas formas tales que la hacen difícil de asumir. Me refiero al hecho de que los derechos humanos se han considerado buenos hasta tal punto que se los ha dotado de unas características óptimas que, a la postre, son difíciles de defender. Ese es el aspecto utópico al que me refiero y ahí está el riesgo que creo que se corre si se construye un ideal tan bueno que acaba siendo inconsecuente desde los cimientos. Puede ser comprensible que tendamos a proponer así las cosas, pero si hemos hecho eso quizá sea el momento de revisar los planteamientos y de afinar algunas nociones. Quizá sea el momento de deconstruir esa utopía que parece que son los derechos humanos, para reconstruirlos desde una base menos atractiva pero, tal vez, más firme. En esta línea se sitúa, me parece, el libro de Fierro. 

			Desde las filas liberales se ha dicho que los derechos (humanos) son, digámoslo así, entidades que la razón descubre y no que el poder político construye y otorga; entidades con las que dicho poder se encuentra y que se ve obligado a asumir (sin necesidad de entrar en una exégesis jurídica, recordemos cómo la Constitución española dice, por ejemplo en su artículo 21, que «se reconoce el derecho de reunión pacífica»). Por supuesto hay diferencias notables entre las propuestas de unos y de otros autores, pero también se puede percibir un enfoque similar. En otro lugar he mencionado algunos ejemplos a propósito de este asunto. Recordemos a Rawls, a quien nos referíamos un poco más arriba, quien concibe los derechos como un producto de la reflexión racional de los seres humanos y como condiciones previas sobre las que se erige una sociedad bien ordenada, de tal manera que, afirma, «los intereses que exigen la violación de la justicia [es decir, de los derechos] carecen de valor»12. Y leamos a Dworkin, para quien los derechos son parapetos frente al poder político, límites que el poder no puede traspasar prácticamente por ningún motivo (pueden ser motivos suficientemente poderosos proteger los derechos de otros o impedir una catástrofe). Al tratar de la libertad de expresión, asegura: «Si tengo derecho a decir lo que pienso sobre temas políticos, entonces el Gobierno actúa incorrectamente si me pone fuera de la ley por hacerlo, aunque piense que actúa en protección del interés general […] Mi derecho contra el Gobierno significa que el Gobierno no puede impedirme hablar»13. O recordemos a Nozick, según el cual tenemos que reconocer que «los individuos tienen derechos, y hay cosas que ninguna persona o grupo puede hacerles sin violar los derechos»14. O, en fin, en el ámbito hispanohablante, pensemos en Nino, quien diseña un discurso moral racional, fundado en los principios de autonomía, dignidad e inviolabilidad de los que se deduce un conjunto de derechos que, de nuevo, son parapetos protectores frente al poder. «El papel de los derechos en cuestión –afirma– consiste en ‘atrincherar’ determinados intereses de los individuos, de modo que ellos no puedan ser dejados de lado, contra su voluntad, en atención a intereses que se juzgan más importantes –sea intrínsecamente o por el número de sus titulares– de otros individuos»15. 

			Y también desde estas filas se han venido configurando unos derechos humanos reforzados con unas características sublimes, con las que se pretende convertirlos en entidades excelsas, que permitan responder con precisión y rigor a determinados problemas políticos, jurídicos, sociales, especialmente acuciantes. Así, frente al hecho de que hay muchas personas que sufren las injusticias a manos de otros sujetos (son asesinadas, violadas, encarceladas, esclavizadas, etc.), se proclama el carácter universal, absoluto, inalienable o irrenunciable de los derechos humanos16. Y porque no se quiere que se den esas situaciones, se postulan unos derechos humanos capaces de hacer frente a tales desgracias. La cuestión clave que hay que plantear es si la vía de defensa emprendida es la más eficaz o si se quiere, si es suficientemente sólida, es decir (entre otras cosas), coherente.

			Bien se puede afirmar también que precisamente porque no queremos que se den aquellas situaciones más nos vale someter a revisión determinados planteamientos, no fuera a ser que por mor de su incongruencia en vez de conseguir derechos fuertes se estuviera produciendo un debilitamiento no pretendido.

			Ya lo hemos dicho. No todo es excelente en el mundo tradicional de los derechos liberales. No lo es, para empezar, para la construcción de una ciudadanía cabal. Pero Fierro trata también de la universalidad y de la inalienabilidad. Si de lo que estamos hablando es de ciudadanías con identidades diferentes, de comunidades que se configuran en su distinción de otras ¿es sensato proclamar derechos universales?, ¿es el camino más eficaz el de defender unos derechos iguales para todos cuando cada sociedad tiene formas propias de entender el mundo y la vida? La postura del autor es clara. Pero podríamos decir aún más. ¿Qué sistema normativo universal nos puede permitir hablar de derechos universales?17 Podemos, desde luego, hablar de un sistema jurídico válido universalmente, pero el hecho de que un Estado suficientemente fuerte pueda prescindir sin temor de esas normas plantea serias dudas sobre dicha validez universal (y no solo sobre su eficacia). Y podemos, sin duda, hablar de un sistema moral válido universalmente, pero no es fácil sostener esa afirmación cuando hay planteamientos contrarios que son defendidos con igual convencimiento y no quedan abatidos por el solo hecho de afirmar que son erróneos e inmorales. Los debates morales no están, pues, resueltos. Pero lo crucial de esto no es que las dificultades teóricas para hablar de la universalidad sean insuperables, sino que cuando nos olvidamos de que existen tales dificultades y hablamos de la universalidad como si fuera un hecho incontestable lo que se consigue es debilitar precisamente lo que queremos fortalecer. O si se quiere, en otros términos, lo que se consigue proclamando una característica tan problemática es robustecer el punto de vista contrario y propiciar, sin quererlo, las respuestas vehementes y dogmáticas. De manera que parece más aconsejable moderar la afirmación de la universalidad para propiciar la efectividad. Las observaciones de Fierro, por cierto, apuntan, según lo entiendo, en esta misma dirección.

			Y en esta dirección se puede situar también el cuestionamiento de la absolutidad o de la irrenunciabilidad. Respecto de lo primero, es obvio que en la práctica los derechos humanos son vencidos en ocasiones de forma justificada (por otros derechos de igual o mayor importancia, por ejemplo); y, por otro lado, desde un punto de vista teórico, no parece razonable defender una norma con una característica tal. Al declarar que los derechos humanos vencen siempre estamos negando toda posibilidad de toparnos con entidades, con circunstancias, más poderosas, pero ¿cómo se puede sostener una negación así? Como decíamos antes, lo importante quizá no sea constatar que la absolutidad es difícil de defender, sino precaverse respecto de las consecuencias que pueda tener una defensa así. Porque si no es cierto que los derechos humanos son absolutos, el decir que lo son, en vez de hacerlos más fuertes, los debilita, porque lo que se ofrece es una noción incongruente con la realidad. Y no tiene esto que ver con el hecho de que no se desee que se respeten siempre, sino con la necesidad de construir nociones que respondan a lo que hay y que, por lo tanto, puedan ser empleadas de forma más adecuada y precisa.

			A esta idea responde la revisión de la irrenunciabilidad. Si se parte de una noción de derecho que hace depender lo debido de un estado de cosas de la voluntad del titular, es una inconsecuencia afirmar que el titular no puede no querer que ese estado de cosas sea. Porque si el titular no puede no querer ese estado de cosas, resulta que la voluntad del titular no cumple ninguna función, el estado de cosas debe ser en todo caso y, en definitiva, el derecho queda convertido en un deber. Lo que sí se puede es afirmar que los derechos humanos son irrenunciables con referencia a la titularidad; es decir, significando que el titular del derecho lo conserva siempre y, por lo tanto, siempre que quiera (y siempre y cuando las circunstancias lo permitan) ese estado de cosas protegido por el derecho deberá ser. De nuevo, podemos entender y compartir la importancia de que un determinado estado de cosas deba ser. Lo que no es fácil de asumir es que esa meta se pretenda conseguir construyendo una noción de derecho incoherente. También respecto de esto, convertir un derecho en un deber no consigue hacer más fuerte el derecho, sino que lo disuelve en una noción incomprensible. En otros términos, fortalecer los derechos significa también cimentar sólidamente una noción precisa. Y lo debido de un estado de cosas que no se quiere hacer depender de la voluntad de los individuos tiene que sostenerse con el instrumento propio para esto, es decir, con un deber. 

			Por supuesto, no es el momento de desarrollar estas ideas. Lo que sí se quiere decir con esto, que es a lo que creo apunta Fierro y lo que se debe destacar, es que la revisión de la propuesta liberal puede ser una tarea fructífera. Merece la pena ver si existe otro modo de concebir los derechos, entre otras cosas, porque forman uno de los fundamentos de la ciudadanía, como afirma el autor. Y dado que la firmeza que pueda tener la ciudadanía que construimos depende de la solidez de sus cimientos, es razonable pensar que debemos poner especial empeño en afinar conceptos tales como el de la identidad, el de la responsabilidad o el de los derechos, que es el que se ha venido mostrando.

			En cualquier caso, como verá el lector que siga leyendo, este asunto de los derechos no es el único que Fierro trata. La cuestión principal, como sabemos desde el título, es la de la ciudadanía. Y la de sus límites; los límites del Estado-nación, los límites de la comunidad, de la identidad grupal, de la participación y de las responsabilidades. Es en este panorama en el que aparecen las cuestiones problemáticas: las que se plantean cuando se asumen las propuestas provenientes del feminismo; las que surgen cuando se toman en consideración las profundas diferencias culturales que hay entre los grupos o se acepta el hecho de que vivimos en un único mundo en el que las conexiones (de diversa naturaleza) conforman una tupida red de la que es difícil aislarse. Como ha quedado dicho, los derechos humanos tienen que ver con todas ellas y por eso han centrado estas páginas. En el libro de Fierro es esta una cuestión transversal que solo se entiende como parte del conjunto de la obra, en la que, a fin de cuentas, se trata de responder nada menos que a la pregunta «¿qué democracia?». Que el lector disfrute de la respuesta. 

			Referencias

			Álvarez, Íñigo (2016). «Jaime Fierro, La ciudadanía y sus límites, Ed. Universitaria, Santiago, 2016, 348 p.», Polis [En línea], 44 | 2016, Publicado el 16 de septiembre de 2016, consultado el 15 de noviembre de 2016. URL: http://polis.revues.org/12017 

			Dworkin, Ronald (1997). Los derechos en serio. Barcelona: Ariel.

			González, Jesús (2004). Autonomía, dignidad y ciudadanía. Valencia: Tirant lo Blanch.

			Nino, Carlos Santiago (1989). Ética y derechos humanos. Barcelona: Ariel.

			Nozick, Robert (1991). Anarquía, Estado y utopía. Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica.

			Rawls, John (1995). Teoría de la justicia. Madrid: Fondo de Cultura Económica.

			Savinio, Alberto (2005): «Introducción», en Tommaso Campanella, La ciudad del sol. Barcelona: Abraxas.

			Villey, Michel (1976). «La génesis del derecho subjetivo en Guillermo de Occam», en Michel Villey, Estudios en torno a la noción de derecho subjetivo. Valparaíso: Editorial Universitaria de Valparaíso.

			Íñigo Álvarez18

			Departamento de Filosofía

			Universidad de Chile






			 Capítulo 1 

			 Introducción

			1. Antecedentes del problema

			Desde mediados de la década de los años 1990 hemos experimentado un aumento creciente en las publicaciones sobre el tema de la «ciudadanía». No obstante, en la mayoría de ellas pueden apreciarse importantes dificultades al momento de precisar dicho concepto. Desde la publicación del trabajo de T.H. Marshall en 1950, Ciudadanía y clase social19, no se constatan desarrollos que den cuenta de una teoría madura y articulada sobre la ciudadanía20. Lo que se aprecia, más bien, es una diversidad de aproximaciones al tema en las que se enfatizan distintos aspectos, dejándonos muchas veces la sensación de que nos enfrentamos a enfoques mutuamente excluyentes, sobre todo al momento de establecer qué dimensiones de la ciudadanía se consideran más relevantes. Esto se explica, en parte, porque en el debate filosófico entre liberalismo, comunitarismo, republicanismo, feminismo, multiculturalismo y nacionalismo, la noción de ciudadanía posee connotaciones que van más allá del lenguaje estrictamente jurídico, introduciéndonos en una discusión normativa del concepto21. 

			La coexistencia de distintas aproximaciones, tanto descriptivas como normativas, ha generado importantes desacuerdos sobre el significado y alcance del concepto de ciudadanía22. A pesar de sus diferencias, tales aproximaciones comparten el presupuesto de que la ciudadanía constituye un estatus de pertenencia a la «comunidad política nacional», algo que ha sido cuestionado en los últimos años por un conjunto de autores que señalan que debemos abandonar el ideal que define cada una de las dimensiones de la ciudadanía en relación con, y a partir de, la comunidad política nacional, es decir, el Estado-nación. Esto, principalmente, por dos razones. En primer lugar, el proceso de globalización estaría debilitando al Estado-nación en el mundo, lo que pondría en cuestión su capacidad para mantener un modelo nacional de ciudadanía. Y, en segundo lugar, un cúmulo de hechos estaría desafiando el modelo nacional de ciudadanía basado en la pertenencia a una comunidad política nacional, entre estos la ciudadanía europea, las migraciones, los derechos humanos, la gobernanza global, la emergencia de una sociedad civil globalizada, los riesgos globales y las demandas por una justicia global.

			La idea de una ciudadanía más allá de la comunidad política a la que pertenecemos es lo que se conoce como «ciudadanía cosmopolita» (también denominada ciudadanía mundial, global o posnacional). El primer filósofo en Occidente asociado con el cosmopolitismo fue Diógenes de Sinope, fundador de la escuela cínica en el siglo iv a. C. en Grecia23. Cuando Diógenes se autodefine como un ciudadano del mundo, eso sí, no lo hace pensando en una kosmopolis. Su declaración constituye más bien un rechazo a las normas y deberes a los que debe someterse todo ciudadano que pertenece a una comunidad política particular, de modo que su metafórica ciudadanía cosmopolita debe entenderse como un intento por librarlo de tales normas y deberes, en una actitud extremadamente individualista24. Una vida semejante fue rechazada con fuerza por Aristóteles, quien veía en el individualismo cínico de su época un distanciamiento de la polis y, por ende, de la vida política25.

			El desarrollo del cosmopolitismo se asocia, luego, a la influencia cínica y sofista que pesó sobre los estoicos durante el siglo iii a. C. Los estoicos fueron los primeros en definirse explícitamente como cosmopolitas. Según ellos, cada uno vive en una comunidad local, la polis, pero debe su máxima lealtad a la humanidad. Los estoicos consideraban que las fronteras de la polis eran moralmente arbitrarias y, la mayoría de las veces, resultado de la coerción y la violencia26. El ideal de una ciudadanía cosmopolita concebía al ciudadano como alguien que pertenece al mismo tiempo a una comunidad política y a una comunidad moral más amplia, que incluye toda la humanidad27. Los estoicos dieron, por consiguiente, una clara primacía a la ética28. Y, cuando utilizaron la expresión «ciudadanía cosmopolita», lo hicieron recurriendo a una metáfora para referirse a la pertenencia a una única comunidad moral compuesta por todos los seres humanos 29.

			Posteriormente Cicerón (106-43 a. C.) y Marco Aurelio (121-80 d. C.)30 recuperaron la tradición estoica, enfatizando la idea de que «todos los individuos humanos forman parte de una misma comunidad»31. El cosmopolitismo estoico tuvo una gran influencia durante el Imperio Romano32, como así también en los comienzos del cristianismo, especialmente en La ciudad de Dios33 de San Agustín (354-430). La llegada del pensamiento cristiano marcó la emergencia de la idea de una comunidad universal, entendida como una comunión con lo sagrado, que trasciende al ordenamiento político territorial34. Ambas tradiciones terminan fusionándose para forjar en Europa, entre finales de la Edad Media y el Renacimiento, el lenguaje de la «teoría de la ley natural», que con el tiempo daría origen a la noción de «derechos naturales»35, y para la cual las contribuciones de Grocio (1583-1645)36 serían especialmente relevantes.

			 En la modernidad, la figura predominante del cosmopolitismo es Kant (1724-1804)37, para quien los seres humanos pertenecen al «reino de los fines»: cada individuo, como tal, es un fin en sí mismo, un agente moral que posee dignidad y para quien las fronteras geográficas son moralmente contingentes y arbitrarias38 (retomando con ello la tradición estoica)39. Esto lo lleva a plantear la necesidad de un «derecho cosmopolita» que les permitiría a las personas de distintos países disfrutar de un intercambio de ideas y mercancías (hospitalidad universal)40.

			Después de la Segunda Guerra Mundial las ideas cosmopolitas, bajo la influencia del pensamiento kantiano, han desempeñado una renovada importancia en el contexto de un nuevo orden mundial41, caracterizado por la creación de la Organización de las Naciones Unidas (onu), la Declaración Universal de Derechos Humanos, el fortalecimiento del derecho internacional y el reconocimiento de la categoría de crímenes contra la humanidad, entre otros42. El resurgimiento del cosmopolitismo, desde mediados de los años 1990, se encuentra especialmente asociado a las propuestas de una ciudadanía y de una democracia cosmopolita43, como así también a la idea de una justicia global44. En tal sentido, la Unión Europea es considerada como uno de los ejemplos más relevantes de la tendencia hacia el cosmopolitismo45.

			Las distintas visiones del cosmopolitismo comparten la noción de que el individuo constituye la unidad última de preocupación moral46, de manera que lo priorizan por sobre los grupos o las instituciones47. Para el cosmopolitismo, todos los seres humanos, a pesar de pertenecer a comunidades políticas diferenciadas, forman parte de una única comunidad universal, la humanidad. Debido a su fuerte énfasis en el individuo, la igualdad formal y los derechos humanos, el cosmopolitismo puede ser entendido como un intento por llevar el liberalismo a una escala global48.

			La propuesta de una «ciudadanía cosmopolita» constituye, en última instancia, una concepción ética que busca crear las condiciones para su concreción en el futuro49. En esta búsqueda, la reivindicación de una comunidad moral universal entra en tensión con la de la comunidad política nacional, en tanto expresión de lo particular50.

			2. Las interrogantes

			A partir de los antecedentes expuestos cabe preguntarse: ¿constituye la propuesta de una ciudadanía cosmopolita una alternativa, normativamente deseable y empíricamente viable, frente al modelo de ciudadanía nacional? Responder adecuadamente tal interrogante requiere, a su vez, dilucidar previamente cuáles son las «dimensiones» fundamentales que estructuran dicho concepto y cuál es el alcance que ha tenido el proceso de globalización sobre el Estado-nación y la ciudadanía.

			3. Relevancia

			Una investigación de estas características resulta medular. A pesar del creciente interés que ha despertado la discusión sobre la ciudadanía, particularmente en lo que respecta a la propuesta cosmopolita, todavía persisten importantes desacuerdos sobre su significado y alcance. Ello ha tendido a confundir el debate acerca de qué se ha de entender por ciudadanía, las condiciones que la hacen posible y hasta qué punto la perspectiva de una «ciudadanía cosmopolita» podría constituir una alternativa o complemento al modelo de ciudadanía nacional. Esto último constituye una cuestión de primera importancia, ya que nunca ha existido una ciudadanía cosmopolita en cualquiera de los sentidos legales o políticos hasta ahora definidos en el contexto del Estado-nación51. La realización del presente estudio busca contribuir a la reflexión crítica de la propuesta cosmopolita, revalorizando, al mismo tiempo, la importancia del modelo nacional de ciudadanía y su relación con la democracia. 

			4. Hipótesis de trabajo

			Cuatro son las hipótesis o argumentos fundamentales que se desarrollan en el transcurso del libro:

			En primer lugar, la visión predominante de una ciudadanía liberal, en la que se ha enfatizado el igual trato ante la ley y los derechos universales, si bien valorada, resulta altamente cuestionable en los debates contemporáneos de la filosofía política. El fuerte énfasis otorgado a la «libertad negativa» (como no-interferencia) en desmedro de la «libertad positiva» (como autodeterminación colectiva), las responsabilidades, la necesidad de acomodar las diferencias identitarias en sociedades crecientemente complejas y el deterioro progresivo del espacio de lo público constituyen los desafíos más apremiantes. Una adecuada comprensión normativa de la ciudadanía requiere que esta sea conceptualizada a partir de la articulación de tres dimensiones fundamentales: (a) derechos y responsabilidades (en un apropiado balance); (b) participación política, e (c) identidad (sentido de pertenencia hacia la comunidad política nacional). Una concepción de la ciudadanía que no tenga en consideración tales dimensiones corre el riesgo de transformarse en un concepto laxo e insuficiente y, por ende, altamente cuestionable (capítulos 2, 3, 4, 5 y 6).

			En segundo lugar, en oposición a las visiones que sugieren que el Estado-nación está en progresivo declive debido al impacto del proceso de globalización, se afirma que el Estado-nación es, y continuará siendo por un buen tiempo más, el principal actor en el sistema internacional y en la vida de los ciudadanos. La globalización sería más bien un fenómeno multidimensional y asimétrico, cuyos efectos son bastante heterogéneos sobre los Estados-nación y la ciudadanía (Capítulo 7).

			En tercer lugar, frente a los planeamientos del cosmopolitismo moral, jurídico y político, subyacen importantes cuestionamientos que levantan dudas razonables acerca de la viabilidad y deseabilidad de la propuesta cosmopolita. Más que una alternativa a la comunidad política nacional, ciertos aportes del cosmopolitismo (especialmente del moral) bien pueden complementar y propender a corregir algunas de las políticas del Estado-nación (Capítulo 8). 

			Finalmente, en cuarto lugar, la propuesta de una «ciudadanía cosmopolita» es altamente inviable desde el punto de vista empírico, siendo, a su vez, cuestionable desde un punto de vista normativo, especialmente si consideramos el vínculo estrecho que existe entre ciudadanía y democracia. La propuesta cosmopolita, llevada al plano político, corre el riesgo de debilitar la noción misma de ciudadanía y su relación con la democracia (Capítulos 9 y 10). 

			5. Nota metodológica

			La metodología de trabajo se articuló a partir de un «análisis crítico» de los debates en torno a la ciudadanía en la filosofía y la teoría política contemporánea, apoyado en técnicas cualitativas de «análisis de contenido» y «análisis de discurso». Con tal propósito, se identificó y seleccionó un conjunto de autores y textos representativos sobre el tema, desde las perspectivas liberal, comunitaria, republicana, multicultural, feminista, nacionalista y cosmopolita, cuya revisión bibliográfica se acotó principalmente a trabajos publicados recientemente en español e inglés52. No obstante, se incluyeron también algunas de las obras de Aristóteles, Cicerón (Capítulo 2) y Kant (Capítulo 8), dada su constante referencia en los debates actuales. La selección realizada, eso sí, no pretende ser exhaustiva.

			Posteriormente se llevó a cabo la lectura, síntesis y análisis de los textos escogidos, tanto en términos descriptivos como comparativos. Esto sobre la base de que si bien lo que se entiende por ciudadanía varía históricamente en las diferentes sociedades, en la reflexión filosófica es posible identificar tres dimensiones fundamentales en torno a dicho concepto: derechos y responsabilidades, participación política, e identidad o sentido de pertenencia hacia la comunidad política nacional53, esto es, el Estado-nación. 

			La discusión acerca de la ciudadanía se organizó a partir de seis ejes analíticos: (i) la importancia otorgada a la participación política, ya sea en términos instrumentales o como un fin en sí misma (capítulos 2 y 3); (ii) los derechos individuales versus las responsabilidades hacia la comunidad política nacional (Capítulo 4); (iii) la reivindicación de derechos diferenciados (o colectivos) versus la reivindicación de derechos individuales universales (capítulos 5 y 6); (iv) el alcance del proceso de globalización sobre el Estado nación y la ciudadanía (Capítulo 7); (v) los planteamientos centrales del cosmopolitismo moral, jurídico y político (Capítulo 8), y (vi) la viabilidad y deseabilidad de una ciudadanía cosmopolita frente al modelo nacional de ciudadanía (capítulos 9 y 10). 

			Debido a la gran variedad de autores y textos se optó por simplificar ciertos matices del debate, privilegiando con ello las cuestiones más sustantivas que se encontraban en disputa, o bien aquellos aspectos considerados más relevantes para efectos de la argumentación que se deseaba realizar (hipótesis). Con la finalidad de minimizar los errores de interpretación, se ha dejado un registro detallado de cada texto consultado e incorporado como parte del análisis, bajo la modalidad de notas a pie de página.

			6. Descripción de los capítulos

			A partir de lo anterior, y teniendo en consideración las hipótesis de trabajo respectivas, el libro se ha organizado en torno a diez capítulos, incluyendo la presente introducción (Capítulo 1). En el Capítulo 2, «La ciudadanía en el mundo antiguo», se aborda la conceptualización de la ciudadanía –y de la libertad– tanto en Grecia como en Roma, para luego analizar con mayor detalle la propuesta aristotélica, de modo de identificar los principales aspectos que estructuran dicho concepto. Con esto se espera entregar un marco que nos permita, en el Capítulo 3, «Democracia, libertad y participación política», comprender la distinción entre libertad positiva (libertad de los antiguos) y libertad negativa (libertad de los modernos), para luego cuestionar la primacía que el liberalismo le ha otorgado a esta última, de modo de estar en condiciones de abogar por un mejor balance entre ambos tipos de libertades, enfatizando, al mismo tiempo, la importancia de la virtud cívica. 

			El Capítulo 4, «Liberalismo: derechos versus responsabilidades», comienza con el análisis de la propuesta de T. H. Marshall y los derechos sociales de ciudadanía, para luego centrarse en el liberalismo igualitario de Rawls y la prioridad otorgada a lo «justo» por sobre lo «bueno». Tales planteamientos son fuertemente cuestionados desde el comunitarismo, razón por la cual se exponen dos de sus críticas fundamentales: la primacía de lo justo por sobre lo bueno, y la importancia de la comunidad y de nuestras responsabilidades. En tal sentido, se enfatiza la necesidad de un mejor equilibrio entre derechos y responsabilidades.

			En el Capítulo 5, «Ciudadanía y feminismo», se abordan las distintas tendencias y tipos de feminismo, para luego centrarnos en dos de sus críticas a la concepción universalista de la ciudadanía liberal: la reivindicación de un universalismo diferenciado y la necesidad de una rearticulación entre la esfera pública y la esfera privada. Con ello se quiere poner de relieve la importancia del universalismo diferenciado para avanzar, entre otros asuntos, hacia una más equitativa distribución de las responsabilidades al interior de la familia. De lo contrario, la igualdad de la ciudadanía en su dimensión política continuará siendo algo meramente formal para las mujeres.

			En estrecha relación con lo anterior, en el Capítulo 6, «Ciudadanía y multiculturalismo», se argumenta que la visión predominante de la tradición liberal de la ciudadanía, en la que han sido enfatizados los derechos universales y el igual trato ante la ley, si bien valorada, resulta altamente cuestionable. Tanto la política del reconocimiento como la política de la diferencia posicional ponen de manifiesto que reconocimiento y redistribución son dos aspectos claves de la justicia social, cuestión que es particularmente relevante en los casos de los grupos de las minorías nacionales e inmigrantes, a partir del establecimiento de un conjunto de derechos colectivos. Y si bien el reconocimiento de tales derechos puede, en principio, representar un desafío para desarrollar un sentido de pertenencia hacia la comunidad política nacional, esto es algo que ha de ser evaluado en función de la evidencia empírica y del tipo específico de derechos.

			En el Capítulo 7, «Globalización, Estado-nación y ciudadanía», la globalización es entendida como un fenómeno de carácter multidimensional, respecto a la cual es posible distinguir a lo menos tres dimensiones relevantes: la económica, la política y la cultural. Dichas dimensiones constituyen parte de un continuo, con múltiples y complejas interacciones, que va desde lo local hasta lo global, donde tiempo y espacio son comprimidos, por lo que algunos eventos pueden llegar a causar un gran impacto en lugares alejados. Así entendido el proceso de globalización, se intenta precisar su efecto sobre el Estado-nación y la ciudadanía, argumentando que, a diferencia de lo que se suele sostener, desde el cosmopolitismo, el Estado-nación es, y continuará siendo por un buen tiempo más, el principal actor en el sistema internacional y en la vida de los ciudadanos.

			El cosmopolitismo no constituye por lo demás una tradición de pensamiento homogénea, especialmente si sus orígenes se remontan a la filosofía griega del siglo iv a. C. Es por eso que en el Capítulo 8, «¿Cosmopolitismo moral, jurídico o político?», se exponen los planeamientos generales del cosmopolitismo moral, jurídico y político, para luego enfatizar algunas de las dificultades que encierra cada propuesta. Se argumenta que en cada una de ellas subyacen importantes cuestionamientos que ponen en duda la viabilidad y deseabilidad de los planteamientos cosmopolitas. 

			En consonancia con lo anterior, en el Capítulo 9, «¿Hacia una ciudadanía cosmopolita?», se analizan las posibilidades de un demos totalmente inclusivo a nivel global. Luego se exploran los límites de la propuesta de una ciudadanía cosmopolita como alternativa al modelo nacional de ciudadanía, a partir de sus dimensiones fundamentales: derechos y responsabilidades, participación política e identidad. 

			En el Capítulo 10, que corresponde al «Epílogo», se enfatiza que la salud y la estabilidad de una democracia no solo dependen de la justicia de sus instituciones básicas, sino también de las cualidades y actitudes de sus ciudadanos, por lo que, para terminar, se aborda la relación que se puede establecer entre ciudadanía y democracia.

			Finalmente, como parte de esta segunda edición se ha incorporado el Capítulo 11, el que incluye quince comentarios y una entrevista. Los comentarios han sido organizados en función de la secuencia del libro, de modo de poder leerlos progresivamente. En cada uno de ellos se analiza, enfatiza o amplía desde una variedad de perspectivas algunos de los tópicos tratados, permitiendo vislumbrar sus implicaciones para la realidad de la sociedad chilena. La entrevista, en tanto, brinda al lector una visión general por parte del autor acerca de los desafíos que enfrenta la ciudadanía, especialmente en el área de la educación cívica.






			 Capítulo 2

			La ciudadanía en el mundo antiguo

			1. Introducción

			La «ciudadanía» en el mundo antiguo fue, primero en Grecia y luego en Roma, un concepto central. Posteriormente, junto con la caída del Imperio Romano en el siglo v d. C., se desvanecería también su importancia. En la Europa medieval, exceptuando las ciudades-estado italianas, especialmente Florencia, la ciudadanía tuvo una importancia relativamente marginal. La emergencia del sistema feudal implicó el establecimiento de una relación jerárquica entre el vasallo y el señor. Algo similar ocurrió con el sistema monárquico, en el que los súbditos le debían lealtad a la Corona y a la figura real. Sin embargo, en los siglos xvii y xviii la emergencia del pensamiento liberal acuñó una nueva noción de ciudadanía, que se consolidaría durante los siglos xix y xx54.

			Al centro de esta nueva concepción de ciudadanía se encuentra la idea de que los individuos son portadores de derechos, los que han de ser garantizados por el Estado y protegidos a través de la constitución y las leyes. La idea misma de libertad adquiere también una connotación distinta: ahora se trata de la libertad de los modernos, y no ya de la de los antiguos, según la célebre distinción de Benjamin Constant55. Esta distinción tuvo gran influencia entre los liberales del siglo xx, como Isaiah Berlin y John Rawls56. La primacía otorgada por la tradición liberal a la libertad negativa (libertad de los modernos) por sobre la libertad positiva (libertad de los antiguos) constituye el eje de análisis del Capítulo 3. Pero para situarlo apropiadamente es necesario un capítulo previo, en el que se perfilen con meridiana claridad algunos de los rasgos fundamentales de las nociones de ciudadanía y libertad del mundo antiguo. 

			Con tal propósito, a continuación (i) se aborda la conceptualización sobre la ciudadanía –y la libertad– tanto en Grecia como en Roma, para luego (ii) analizar con mayor detalle la definición aristotélica respecto de la ciudadanía y, finalmente, en la conclusión, (iii) sintetizar los principales aspectos que estructuran dicho concepto en el mundo antiguo.

			2. Los modelos clásicos: Grecia y Roma

			La noción de ciudadanía emergió por primera vez en la antigua Grecia durante los siglos v y iv a. C., asociada a las particularidades del sistema político democrático de Atenas57 y a la influencia de Aristóteles58. El otro referente fue Roma entre los siglos iii a. C. y i d. C., especialmente gracias a los aportes de Cicerón59. Es precisamente en Grecia y luego en Roma donde encontramos las primeras articulaciones en torno a la idea de ciudadanía. El ciudadano es definido fundamentalmente como un miembro de la comunidad política, la polis en Atenas y la res publica en Roma60. La condición de ciudadanía implicaba, por tanto, un criterio para determinar quiénes eran considerados miembros de la comunidad política y quiénes quedaban excluidos de ella61.

			2.1. Atenas

			En el caso de Atenas, Pericles promulgó en el 451-450 a. C. una ley según la cual solo serían considerados ciudadanos quienes fueran hijos de padre y madre atenienses, con la finalidad de hacer más exclusiva la ciudadanía, ya que, antes de esto, bastaba con que el padre lo fuera62. Asimismo, quedaban excluidos los inmigrantes (metecos) y los esclavos63, y sobre la base de una clara separación entre lo público y lo privado, entre la polis y el oikos, también quedaban excluidas las mujeres64. Solo los hombres eran ciudadanos stricto sensu. A los dieciocho años adquirían dicho estatus65, pero recién alcanzaban la ciudadanía plena a los treinta, que era cuando podían ser miembros de los jurados y ocupar cargos públicos66. Aunque, cabe precisar, los ciudadanos de las clases más bajas nunca fueron elegibles para los cargos públicos hasta la guerra del Peloponeso en el siglo iv67.

			Los ciudadanos atenienses eran «libres» (en la medida en que participaban del autogobierno de la polis) e «iguales» (frente a las leyes68, al hablar ante la Asamblea, participar de los jurados y ocupar cargos públicos)69. La igualdad política se garantizaba a través de la rotación o sorteo de los cargos70, de modo que la libertad quedaba resguardada por la igualdad política71 (en la medida en que todos –y no unos pocos– podían participar del gobierno), y la vida pública era más valorada que la vida privada72. Los ciudadanos atenienses le otorgaban una especial importancia a la participación en los asuntos de la polis73. La participación en la Asamblea (Ekklesía) era considerada como la personificación de la ciudadanía democrática ateniense, por lo que cada ciudadano tenía el derecho y la responsabilidad de participar en la determinación de la vida de la polis. En ella se daban cita todos los segmentos sociales y económicos, por lo que los miembros de las clases más bajas, al ser los más numerosos, tenían, al menos potencialmente, un mayor peso en la votación74. La Asamblea se reunía al menos cuarenta veces al año75 y, por su gran tamaño, delegaba un conjunto de tareas al Consejo de los Quinientos (Boulé)76, entre las cuales se encontraba organizar y proponer la agenda de trabajo para las decisiones públicas (de la Asamblea), y este, a su vez, era apoyado por el Comité de los Cincuenta77.

			Sin embargo, a diferencia de lo que se suele pensar, la mayoría de las actividades políticas que demandaban la participación de los ciudadanos atenienses no eran obligatorias78. Este habría sido el caso de la participación en los jurados, el ejercicio de los cargos públicos y la asistencia a las asambleas. Según Platón, por ejemplo, Sócrates nunca habló ante la Asamblea ni sirvió en algún cargo público ni fue miembro del Jurado, aunque sí participó como integrante del Consejo de los Quinientos79. Dadas las distintas instancias de participación, lo usual era que, si bien una cantidad significativa de ciudadanos participaba en ellas, un ciudadano en particular lo hiciera tan solo en alguna de ellas. Por lo mismo, había ciudadanos más activos que otros80. En los tiempos de Pericles (495-429 a. C.), por ejemplo, mientras que el demos estaba constituido por entre 30.000 y 40.000 ciudadanos81, en el Pnyx (colina al oeste de la Acrópolis) había 18.000 asientos para las sesiones de la Asamblea (anfiteatro semicircular), siendo el quórum mínimo necesario de 6.000 (se votaba con fichas). Estos datos dan cuenta de una participación no precisamente masiva de los ciudadanos atenienses en dichas instancias82, algo que se explica, en parte, por las diferencias existentes entre las clases –el ejercicio de la ciudadanía requería tiempo y habilidad oratoria– y por las actividades estacionales de la agricultura que demandaban bastante mano de obra83. La mayoría de los ciudadanos no vivía en el área urbana de Atenas, cerca del ágora o bajo la acrópolis, sino en la zona rural, y una parte importante de ellos eran agricultores que no pertenecían a las clases más altas84. Ciertamente, dedicar más tiempo a los asuntos de la polis era mucho más fácil para los ciudadanos ricos que para los más pobres, quienes no solían contar con esclavos que atendieran las necesidades de sus hogares85. 

			Y si bien la libertad estaba dada fundamentalmente por la participación de los ciudadanos en el autogobierno de la polis (por lo que no estaban sometidos ni a una tiranía interna ni a un poder extranjero), la libertad tenía un segundo alcance en un gobierno democrático: los ciudadanos podían vivir como mejor les pareciera86. Poseían una concepción de la libertad no solo colectiva (autogobierno), sino también individual87. El ciudadano de la democracia ateniense puede vivir como quiera, reconocía Aristóteles88. Atenas era una democracia, no un régimen tiránico, por lo que sus ciudadanos eran libres de elegir el tipo de trabajo que realizaban, a sus amigos, dónde viajar, aquello que les gustaba, etc.89. Los ciudadanos pobres, por ejemplo, preferían la inseguridad cambiante de las oportunidades de trabajo a una tarea rutinaria y regular, ya que «esta restringía su libertad para hacer lo que quisiera a diario [...] e incluso la labor dura y penosa era preferible a la vida fácil de muchos esclavos domésticos»90. Y, según Pericles, en la vida privada, los ciudadanos atenienses viven juntos y de modo tolerante91, aunque también estaba consciente de la tensión que generaba el intento de balancear los intereses privados con los públicos92.

			Platón, en tanto, observaba críticamente el hecho de que había demasiada libertad y de que a todos se les permitía hacer lo que quisieran; cada uno podía vivir como mejor le pareciera93. De hecho, los ciudadanos atenienses en sus vidas privadas eran libres de visitar prostitutas, embriagarse o mantener relaciones homosexuales, a pesar de que los estándares de la moralidad pública condenaran tales prácticas. Se debe recordar que Diógenes, filósofo de la escuela cínica, no solo vivió desnudo en el Ágora, sino que también defecaba y se masturbaba en público, y aun así era querido por los atenienses. Incluso Pericles convivió por años con una mujer no ateniense con la que tuvo dos hijos ilegítimos94. Este tipo de libertad individual, recuerda Plutarco, no le estaba permitida a ciudadano alguno en Esparta95. Pero en Atenas las actividades propias de la ciudadanía no fueron tan demandantes como las de Esparta96, por lo que se disponía de tiempo para la educación humanista, el cultivo de las artes, el desarrollo de la actividad comercial97 y el esparcimiento (juegos y fiestas)98. Esto no fue privilegio exclusivo de las clases más pudientes, «las bellas artes se hicieron populares y la asistencia al teatro y los espectáculos públicos se generalizaron hasta bien entrada la guerra del Peloponeso»99.

			De este modo, se puede afirmar que los ciudadanos atenienses lograron conjugar la vida privada y la libertad individual con la preocupación por los asuntos de la polis y el ejercicio de la libertad colectiva en el autogobierno100. Esto es algo que Benjamin Constant e Isaiah Berlin tienden a pasar por alto cuando señalan que, a diferencia de los modernos, los griegos no conocían la libertad individual, presentándonos un individuo sobrepolitizado y con escasa vida privada101 (véase Capítulo 3).

			Aristóteles (384-322 a. C.), en la Política, es quien mejor desarrolla el ideal de la ciudadanía de la polis griega102. Para él, la ciudadanía es un concepto eminentemente político, referido solo a los miembros de la comunidad política, por lo que no todos los habitantes de la ciudad pueden ser considerados ciudadanos103: los niños, los ancianos, las mujeres, los metecos y los esclavos quedan excluidos104. Sin embargo, advierte, los criterios para ser miembro pleno de una comunidad política (polis) varían según el tipo de régimen, es decir, en función de la constitución política o politeia105. De este modo, «en algún régimen habrán de ser ciudadanos el obrero manual y el jornalero, en otros será imposible. Por ejemplo, si es un régimen de los llamados aristocráticos»106. A su vez, quien es considerado ciudadano en una democracia, muy probablemente no lo será en una oligarquía107, por lo que un cambio de régimen también afecta la condición de ciudadanía108.

			La ciudadanía, entendida bajo un régimen democrático109, consiste en la posibilidad de participar en los asuntos de la polis. Para Aristóteles, «un ciudadano sin más por ningún otro rasgo se define mejor que por participar en las funciones judiciales [tribunales] y en el gobierno [magistraturas]»110, y por «la posibilidad de participar en la función deliberativa [asambleas democráticas]»111. Por otra parte, en la medida en que «toda comunidad política está compuesta de gobernantes y gobernados»112, el «[c]iudadano en general es el que participa del gobernar y del ser gobernado»113, ya que «está claro que por muchas razones es necesario que todos por igual participen de las funciones de mandar y obedecer. La igualdad [ciudadana] consiste en que los que son iguales tengan lo mismo, y es difícil que permanezca el régimen político constituido en contra de lo justo»114. Porque «cuando la ciudad está constituida sobre la igualdad y semejanza de los ciudadanos, se considera justo que estos ejerzan la autoridad por turno»115. Pero con esto Aristóteles no se está refiriendo a la participación de los ciudadanos en las funciones deliberativas o judiciales, sino a la participación en el gobierno a través de las magistraturas políticas116, cuestión especialmente relevante para quienes aspiran a desempeñar los más altos cargos de gobierno, ya que «el que se propone gobernar bien debe, según dicen, haber sido gobernado primero»117.

			Para Aristóteles, las magistraturas más importantes debían ser desempeñadas por los ciudadanos más virtuosos, los que poseen areté118, mientras que el resto de los ciudadanos (de fortuna y mérito ordinarios) habrían de desempeñar principalmente las funciones deliberativa y judicial119. Aristóteles consideraba que era peligroso confiar las magistraturas más importantes al ciudadano común, debido a que podía comportarse de manera injusta o insensata durante su ejercicio120. Pero también pensaba que cuando un ciudadano mediocre se reunía con otros, y cada uno aportaba una parte de virtud y de prudencia, en su conjunto podían ser considerados superiores121. Y dado que usualmente son muy pocos los que hablan (la mayoría simplemente escucha), estos pocos, más conocedores de los asuntos de la polis, serían capaces de guiar al común de los ciudadanos en el proceso de deliberación en la asamblea o la toma de la decisión final en el jurado122.

			Es importante enfatizar que lo fundamental del ejercicio de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones públicas no es tanto el contenido de estas, como el hecho mismo de poder participar del autogobierno. La participación política es considerada como un bien en sí mismo y no como un medio para el logro de un determinado fin. Se trata de una concepción no instrumental de la participación política123. Aunque, por cierto, Aristóteles reconoce también la existencia de buenos y malos ciudadanos. Y por eso, a su juicio, la formación del carácter moral depende en buena medida de la educación y las leyes (véase a continuación la Sección 3.2.). Gracias a estas, los atenienses podían llegar a ser ciudadanos virtuosos y conscientes de sus obligaciones hacia la comunidad política124. Algo particularmente relevante si tenemos en consideración que, como se señalara previamente, en Atenas la mayoría de las obligaciones que implicaban una participación ciudadana eran de carácter voluntario, entre ellas, la participación en la Asamblea y en los jurados125.

			2.2. Roma

			A diferencia de la ciudadanía ateniense, la ciudadanía romana es entendida como un estatus legal de pertenencia a la comunidad definida por la ley (comunidad jurídica o iuris societas), con un conjunto de derechos asociados protegidos y legalmente extensibles a todos los súbditos del Imperio Romano126. Con el advenimiento de la jurisprudencia romana la noción de ciudadanía evolucionó desde el zóon politikon hacia el legalis homo127. El concepto de ciudadanía pasó de tener un carácter marcadamente político a uno predominantemente legal128. El estatus de ciudadano romano implicaba, básicamente, estar bajo la protección del derecho romano, que regulaba tanto la vida pública como la vida privada129. 

			Durante el periodo de la República la ciudadanía romana fue muy distinta a la que predominó durante el Imperio. Junto con dar cuenta de los privilegios de la ciudadanía, en la República se enfatizaron las obligaciones y la obediencia de la ley. Además, existió un poder de decisión real en las manos del Senado, aunque sujeto parcialmente al control e influencia popular130. La sociedad romana fue mucho más jerarquizada que la ateniense, y existía una marcada diferencia entre los patricios (aristócratas) y los plebeyos, lo que se expresaba en un acceso diferenciado a los cargos públicos. Mientras que en Atenas cada ciudadano equivalía a un voto, en Roma algunos ciudadanos tenían mayor peso en la votación de las asambleas que otros (se votaba en bloque)131. Los ciudadanos romanos no tuvieron nada parecido a la influencia política alcanzada por los atenienses. Roma no fue una democracia. En la República132 el poder descansó en el Senado, que estaba dominado por los patricios, mientras que en el Imperio el poder estuvo en manos del emperador133. Las élites siempre dominaron todos los aspectos de la vida política romana134.

			Inicialmente, la ciudadanía romana estaba restringida a los hijos de ciudadanos romanos135, pero en la medida en que el Imperio se expandía dos innovaciones fueron introducidas. Desde el año 338 a. C. (i) los habitantes de los territorios conquistados fueron autorizados para mantener sus propias formas de gobierno y (ii) se les concedió la ciudadanía romana en términos legales pero no políticos, por lo que no tenían derecho a voto (civitas sine suffragio)136. De este modo, se constituía en Roma un nuevo tipo de ciudadanía: una ciudadanía limitada o de segunda clase137, que intentaba no solo garantizar la lealtad de los nuevos ciudadanos sino también abrir la posibilidad de reclutarlos como legionarios138. Así, la ciudadanía romana se transformaba en un poderoso instrumento de control, pacificación y legitimización del Imperio139.

			Al promover una doble ciudadanía –en la que la romana comportaba únicamente un estatus legal–, el Imperio generó dos tipos de comunidades: la legal y la política140. Los habitantes de los nuevos territorios conquistados conservaron su ciudadanía política a nivel local y, a la vez, pudieron ejercer la ciudadanía romana a lo largo del Imperio141. Y a medida que se incrementaba el número de ciudadanos que no podían ejercer derechos políticos en Roma, la ciudadanía se divorció del derecho a participar en el autogobierno de la comunidad política y se convirtió, para la gran mayoría de los romanos, en un estatus legal. La ciudadanía quedaba reducida al imperio de la ley142.

			Cuando fue detenido el año 58 d. C. en Palestina, Saulo declaró que era judío de Tarso, ciudad griega situada en la provincia de Cilicia en Asia Menor (actual Turquía centro-meridional). Pero mientras sus captores se preparaban para flagelarlo, Saulo les hizo saber que, además de ser ciudadano de Tarso, poseía el estatus legal de la ciudadanía romana. Gracias a esto pudo hacer valer sus derechos, librarse del castigo y esperar a que lo juzgaran en Roma. Sin embargo, la ciudadanía romana no podía protegerlo contra la acusación de profesar creencias religiosas proscritas y Saulo fue ejecutado143. Sería recordado –y santificado– como San Pablo. Lo significativo de este hecho es que cuando Saulo reivindicaba su condición de ciudadano romano no se estaba imaginando a sí mismo como un miembro activo de la comunidad política, menos como un potencial magistrado, sino como un ciudadano cuyo estatus estaba protegido por la ley. Este modo de entenderla hizo posible que la ciudadanía se extendiera a lo largo de todo el Imperio Romano144.

			El estatus de ciudadanía garantizado por la ley llegó a ser con el tiempo más importante que la participación política, a diferencia de lo que sucedió con la polis ateniense. La emergencia de un sistema legal (impersonal) se extendió a todos los ciudadanos, y su aplicación recayó en juristas y abogados145. No obstante, fue la Constitución Antoniniana –del año 212 d. C.– la que finalmente les otorgó el derecho de ciudadanía a todos los habitantes libres del Imperio, con lo que se tornó menos clara la distinción entre el ciudadano y el no ciudadano, y los miembros de las clases bajas (humiliores) llegaron incluso a perder algunos derechos. En efecto, ellos vieron disminuidos sus derechos legales y quedaron expuestos a castigos que, en siglos anteriores, solo se aplicaban a quienes no eran ciudadanos146. Asimismo, aumentó el número de personas que debían pagar los crecientes impuestos a Roma147.

			Tres siglos separan a Cicerón (106-43 a. C.) de Aristóteles, por lo que las diferencias en sus concepciones de ciudadanía son también importantes148. Para Cicerón lo que distingue al ciudadano no es que participe de los asuntos de la polis, como había sugerido Aristóteles, sino su estatus legal y la adquisición de derechos. Los ciudadanos romanos son libres porque poseen el estatus legal de libertas149 y pueden acceder a la justicia (ius), que los protege de tratamientos arbitrarios incluso fuera de los límites del Imperio150. De este modo, sostiene Cicerón en uno de sus discursos políticos, «no hace ninguna diferencia en qué país y entre qué gente los derechos de los ciudadanos romanos son violados: dondequiera que esto ocurra, afecta la libertad y la posición de todos los ciudadanos por igual»151. Únicamente la igualdad en los derechos ciudadanos podía mantener unida a la República, pues

				¿qué derecho puede mantener a la sociedad de los ciudadanos cuando son estos desiguales? Porque, si no conviene igualar las fortunas, si tampoco pueden ser iguales las inteligencias de todos, sí que deben ser iguales los derechos de los que son ciudadanos de una misma república. Pues ¿qué es una ciudad sino una sociedad en el derecho de los ciudadanos?152.

			Los ciudadanos, por tanto, podían reclamar protección ante la ley. Y si bien las leyes implicaban ciertas restricciones, Cicerón no las consideraba una pérdida de libertad, sino una garantía de su posibilidad153. Cicerón estableció también una clara distinción entre lo público, aquello que todos los ciudadanos comparten, y lo privado, lo que pertenece a los individuos (propiedad privada), afirmando que les corresponde a las leyes proteger ambos tipos de bienes154, puesto que las leyes que obedecen a la razón poseen un alcance universal. Así, la conquista romana del mundo se legitimaba porque las leyes del Imperio eran capaces de establecer justicia, sobre la base de ciertos principios espirituales, éticos y religiosos155.

			Por otra parte, para Cicerón, toda vez que la tiranía es la principal amenaza para una comunidad de hombres libres, la República requiere del apoyo de ciudadanos participativos y virtuosos. El ideal de ciudadanía, conjuntamente con los derechos, implicaba obligaciones y virtud cívica156. La obra de Cicerón más difundida fue, sin lugar a dudas, Sobre los deberes157, en la que enfatizó el valor y la obligación de la participación política. Para él, las virtudes cívicas eran esenciales para este tipo de participación y, a diferencia de Aristóteles, consideraba que la actividad política era incluso superior que la filosófica158. Esto queda claramente de manifiesto en Sobre la República, donde Cicerón señala: «El ciudadano que es capaz de imponer a todos los demás, con el poder y la coacción de las leyes, lo que los filósofos con su palabra difícilmente pueden inculcar a unos pocos, debe ser más estimado que los mismos maestros que enseñan tales cosas»159. 

			Pero Cicerón estaba pensando en la élite romana, la clase gobernante160, y por ello le otorgó poca relevancia al rol que pudiera tener el involucramiento popular en las decisiones políticas161. Roma no era una democracia y la libertad de los ciudadanos no dependía, como en Atenas, de una igualdad en la participación política (en gobernar y ser gobernados). En la República, es el gobierno el principal responsable de salvaguardar los intereses de los ciudadanos162, de modo que el énfasis de Cicerón va estar puesto en el imperio de la ley y el rol del gobernante163. La libertad de los ciudadanos romanos quedaba garantizada mediante la ley164.

			Cicerón fue elegido cónsul el año 63 a. C.165. Además de abogado y filósofo, fue también un político, pero por sobre todo un patriota romano166. Su ideal de Estado se basaba en «la concordia ordinum, o armonía de las clases sociales animadas de un mismo y compartido patriotismo»167. Al comenzar el «Libro Primero» de Sobre la República sostiene: «Así como son más los beneficios de la patria, y es esta más antigua que un progenitor particular, así también se debe más gratitud a ella que a un padre»168. Y más adelante escribe: «Pues [si] hemos de morir por necesidad natural, vale más morir en servicio de la patria»169. En cuanto a la concordia entre las clases sociales, Cicerón la compara con la armonía que debe existir en el canto, y señala que se logra gracias a la justicia. 

				Así también, una ciudad bien gobernada es congruente por la unidad de muy distintas personas, por la concordia de las clases altas, bajas y medias, como los sonidos. Y lo que los músicos llaman armonía en el canto, es lo que en la ciudad se llama concordia, vínculo de bienestar seguro y óptimo para toda la república, pues esta no puede subsistir sin la justicia170.

			Quien gobernase la República debía ser un hombre virtuoso171, pensaba Cicerón, por lo que dirá:

				¿Qué puede haber mejor cuando la virtud gobierna la república? Cuando el que manda a los demás no es esclavo de su ambición, cuando él mismo vive todo aquello que predica y exige a los ciudadanos, sin imponer al pueblo unas leyes a las que él no obedece, sino ofreciendo a sus ciudadanos su propia conducta como ley. Si pudiera gobernar un solo hombre, no habría necesidad de más; si todos le consideraran como el más noble y llegaran a consentir en ello, nadie buscaría ya otros jefes172.

			De acuerdo con Cicerón, solo una clase gobernante educada en altos estándares de conducta podría restaurar la salud de la República173. Frente a la decadencia del tiempo que le tocó vivir, intentaba que las clases superiores recuperaran los estándares morales del pasado, de modo que rectificaran su conducta, y su entrega a la República fuera nuevamente el modelo a seguir174. En su esfuerzo por regenerar a la clase gobernante, fusionó los preceptos filosóficos griegos con los valores que inspiraron a los hombres que engrandecieron Roma en el pasado175, para que, mediante el cultivo de la virtud pública, sus miembros se convirtieran en buenos ciudadanos al servicio de la República176.

			Para Cicerón, el gobierno debía quedar en manos de los mejores, ya que «la muchedumbre difícilmente puede participar de la libertad, pues carece de toda potestad para el gobierno de la comunidad; y cuando todo lo gobierna el pueblo, aunque sea este justo y moderado, la misma igualdad es injusta, pues no distingue grados de dignidad»177. Es decir, «cuando es una misma la dignidad de los superiores [los más nobles] y la de los inferiores que componen el pueblo, necesariamente esa igualdad resulta muy injusta; lo que no puede suceder en las ciudades que se gobiernan por los más nobles»178. Pero hay otra razón adicional: las clases bajas eran fácilmente corruptibles por su ignorancia y carencia de virtud179.

			En última instancia, Cicerón consideraba que la estabilidad de la República dependía de que «se dé en ella un equilibrio de derecho, deber y poder, de suerte que los magistrados tengan suficiente potestad, el consejo de los hombres principales tenga suficiente autoridad, y el pueblo tenga la suficiente libertad»180. Dicha libertad quedaba garantizada en la medida en que todos se sometieran a las leyes. Antes que una restricción a la libertad, son las leyes las que la hacen posible, según la conocida máxima de Cicerón: «Omnes legum servi sumus ut liberi esse possumus»181 (todos somos siervos de la ley para poder ser libres)182.

			3. Ciudadanía y virtud cívica en Aristóteles

			Tanto en Grecia como en Roma la comprensión de la política tuvo un importante componente ético. En ambos casos se enfatizaba la relevancia de las virtudes cívicas, que eran consideradas parte de la excelencia del carácter y, por ende, intrínsecamente valiosas183. La obra de Cicerón es, en tal sentido, tributaria de la filosofía griega184, y por ello las ideas aristotélicas sobre la virtud y su conexión con la ciudadanía tuvieron influencia no solo en Grecia, sino también en Roma. Sin embargo, (i) es discutible cuánta importancia le otorgó realmente Aristóteles a la participación ciudadana185, y (ii) dada la estrecha relación entre ética y política, (iii) no resulta del todo claro, al menos en principio, si consideraba mejor el ideal de «buen ciudadano» que el de «hombre de bien»186. A continuación se abordan estos tres aspectos con la finalidad de precisar su contenido y alcance.

			3.1. La expresión zóon politikon

			Cuando Aristóteles señala que el hombre es por naturaleza un zóon politikon187, usualmente traducido como animal político, debemos tener muy presente que el sentido de la expresión no es el moderno. En primer lugar, cabe señalar que el término griego politikos no significa lo que habitualmente entendemos por político, ya que que se refiere tanto a lo político como a lo social. Dicho concepto no discrimina entre ambos aspectos y Aristóteles lo utiliza indistintamente188. Es decir, «para los griegos no había diferencia entre lo «político» y lo «social»»189, algo que se hace patente cuando Aristóteles señala: «Se ha dicho en las primeras exposiciones, en las que se ha definido la administración doméstica y la autoridad del amo, que el hombre es por naturaleza un animal político, y por eso, aun sin tener necesidad de ayuda recíproca, los hombres tienden a la convivencia»190. O bien, cuando sostiene que «es evidente que la ciudad es una de las cosas naturales y que el hombre es por naturaleza un animal social»191. Sin embargo, en ambos casos el sentido otorgado al término tiene que ver con la connotación social, antes que con la propiamente política192.

			El término politikon en el mundo griego sirve para caracterizar la organización propia de la polis y no cualquier forma de convivencia humana. Cuando Aristóteles utiliza la expresión zóon politikon no quiere decir que sea la política o la actividad política la esencia del ser humano, sino que el hombre tiende a vivir en comunidad193. A su juicio, el hombre no puede vivir aislado por mucho tiempo y, a su vez, desea vivir con otros aunque no necesite de su asistencia. Este segundo aspecto es fundamental para Aristóteles: somos animales políticos porque deseamos vivir junto con otros194. Y es en la polis donde el hombre alcanza su mayor desarrollo. De acuerdo con Arendt:

				Aristóteles, para el que la palabra politikon era un adjetivo para la organización de la polis y no una caracterización arbitraria de la convivencia humana, no se refería de ninguna manera a que todos los hombres fueran políticos o a que en cualquier parte donde viviesen hombres hubiera política, o sea, polis [...]. A lo que se refería era simplemente a que es una particularidad del hombre que pueda vivir en una polis y que la organización de esta representa la suprema forma humana de convivencia […]195.

			En este contexto, la vida buena solo es posible en el marco de la comunidad política: la polis196. Por finalidad intrínseca, a diferencia de los otros tipos de comunidades, la polis garantiza no solo la supervivencia, sino antes que todo, la vida buena, es decir, la «felicidad»197. Resulta difícil, por no decir imposible, imaginar el despliegue total de las capacidades del ser humano fuera del ámbito de la comunidad política, incluso en el caso del filósofo dedicado a la vida contemplativa198. Es esta idea, muy probablemente, la que Aristóteles tenía en mente cuando sostiene que «el que no puede vivir en comunidad, o no necesita nada por su propia suficiencia, no es miembro de la ciudad, sino una bestia o un Dios»199.

			En segundo lugar, Aristóteles utilizó el término animal político para referirse tanto al ser humano como a otras especies que son igualmente gregarias, como, por ejemplo, las abejas. Pero en Historia de los animales señala que el ser humano es un animal político en un nivel superior al resto de los animales. Solo el ser humano tiene la capacidad de aprender un lenguaje que le permite hablar y razonar con otros, de modo de reflexionar sobre cuáles han de ser los propósitos colectivos (deliberación) e intentar alcanzarlos mediante la cooperación conjunta, algo que el resto de los animales políticos no puede hacer200. La habilidad para hablar, la habilidad de discurso, solo se puede desarrollar en relación con otros seres humanos201. Es en el marco de la comunidad donde el hombre puede alcanzar un adecuado despliegue de su capacidad de comunicación lingüística, que es la base de la mediación social para la comprensión moral de lo bueno y lo malo, de lo justo y lo injusto202. En tal sentido, en la Política afirma:

			 

				El hombre es el único animal que tiene palabra […] la palabra [logos] es para manifestar lo conveniente y lo perjudicial, así como lo justo y lo injusto. Y esto es propio del hombre frente a los demás animales: poseer, él solo, el sentido del bien y del mal, de lo justo y lo injusto, y de los demás valores, y la participación comunitaria de estas cosas constituye la casa y la ciudad203.

			En el lenguaje se juega, observa Ortega y Gasset, un aspecto clave para comprender por qué Aristóteles considera que el hombre es un animal social. La lengua materna es el fenómeno social más típico a partir del cual entramos en relación con los otros y con el mundo. A través de la «lengua» somos socializados y llegamos a formar parte de la sociedad: la llevamos dentro, somos modelados por el lenguaje204. Este no es solo un medio en el que estamos inmersos, antes bien, nos constituye205. El término logos denota, además de pensamiento racional, lenguaje206. En cierto sentido, también ha sido el propio Heidegger quien ha sugerido que la expresión aristotélica zóon logon ekhon, usualmente entendida como animal racional, es equívoca, y que más bien debemos entender el logos como algo remitido al espacio del lenguaje. Los seres humanos, más que animales racionales, son animales con lenguaje. Taylor coincide con esta idea, y señala que los seres humanos somos animales que en el lenguaje nos auto-interpretamos207. Es por esto que, precisa Arendt, la expresión aristotélica que define al hombre como zóon politikon únicamente se puede entender si concebimos al hombre en términos de zóon logon ekhon, es decir, como ser vivo capaz de discurso. Su traducción latina animal rationale es, por consiguiente, errada208: el hombre puede ser definido en el sentido aristotélico como animal hablante (que está dotado de lenguaje), pero no como animal pensante, animal rationale209.

			Las dos acepciones mencionadas hasta ahora se refieren al hombre como animal político en un sentido genérico, es decir, considerando características que son comunes a todos. Sin embargo, hay un tercer alcance que es restrictivo; un atributo que solo comparten algunos, los miembros de la comunidad política. Cuando «Sócrates consideraba el lenguaje como una de las condiciones de la vida política»210, pensaba, muy probablemente, que siendo el hombre el único ser dotado de capacidad de palabra, este se encuentra destinado naturalmente a vivir en el contexto de una comunidad política211. Para Aristóteles, el hombre es por sobre todo un animal de la ciudad, un «animal cívico». Es en la ciudad donde el hombre puede alcanzar su plenitud humana212 o felicidad plena213. El hombre por sí mismo no es autosuficiente ni para la dicha ni para la realización de sus capacidades; esto solo puede alcanzarlo en un marco cívico214. Y es precisamente a partir de su condición de animal cívico que, al participar de los asuntos del gobierno de la polis, el hombre se hace político215.

			Y si bien la participación en los asuntos de la polis es decisiva para Aristóteles, ya que la deliberación política entre iguales es una parte fundamental de la ciudadanía216, no todos han de ser, en su opinión, considerados ciudadanos. Pensando en la ciudad ideal o mejor gobernada, Aristóteles considera que, en la medida en que el ocio es necesario para que nazca la virtud y puedan desarrollarse las actividades políticas, los trabajadores manuales, los mercaderes y los agricultores no deberían ser considerados ciudadanos217. Al no disponer del tiempo necesario para cultivar las virtudes, más allá de las propias de su oficio, ellos difícilmente podrían llegar a ser buenos ciudadanos. Por tanto, en la ciudad aristotélica, la condición de ciudadano, cuya característica más determinante es la participación política en los asuntos de la polis, solo podía ser privilegio de unos pocos. De ello resulta evidente que Aristóteles no propiciaba una participación política extendida: el alcance de la expresión «el hombre es por naturaleza un animal político» es, en este sentido, bastante acotado. 

			Cabe agregar también que, para Aristóteles, el modo de vida filosófico (contemplativo) es el más elevado y se encuentra por sobre el modo de vida político (activo)218. Cuando Aristóteles se interroga acerca de «si es preferible la vida política y práctica o más bien la que está desligada de todas las cosas exteriores, por ejemplo, una vida contemplativa»219, se inclina por esta última, ya que «se ejercita por sí misma y tiene en sí misma su fin, y es, por tanto la actividad más suficiente y elevada»220. En el ejercicio de la actividad contemplativa, «el sabio, aun estando solo, puede teorizar, y cuanto más sabio, más; quizá sea mejor para él tener colegas, pero, con todo, es el que más se basta a sí mismo»221. A su vez, la vida contemplativa es la que más cerca se encuentra de la felicidad222: «el sabio será el más feliz de todos los hombres»223. Aristóteles, en cuanto filósofo, termina dirigiéndose a una audiencia minoritaria y situando la vida contemplativa por sobre la vida activa del ciudadano comprometido con la polis. No obstante, habría que precisar que, pensando en la ciudad en general, Aristóteles terminó privilegiando la vida política. Hay que recordar que Aristóteles no concebía como posibilidad política seria el gobierno de la ciudad a manos de los filósofos224.

			 De acuerdo con lo examinado, podemos concluir que la expresión «el hombre es por naturaleza un animal político» tiene a lo menos tres acepciones distintas: (i) la tendencia natural a vivir en comunidad; (ii) la capacidad de comunicarse a través del lenguaje para cooperar con otros, y, finalmente, una más específica y restrictiva, (iii) ser miembro de una comunidad política a partir del estatus de ciudadanía, sentido que enfatiza la participación en los asuntos de la polis. 

			Sin embargo, incluso dentro de los miembros de la comunidad política existen, para Aristóteles, buenos y malos ciudadanos. Es decir, el hombre es también un «animal familiar», por lo que «tiende más a formar parejas que a ser ciudadano»225 y, por consiguiente, está «hecho para la asociación con aquellos que son naturalmente sus parientes»226. Aristóteles reconoce que el hombre tiene una mayor necesidad de procrear y vivir en familia que de llevar una vida cívica o política227. De lo anterior se sigue que no todo el cuerpo de ciudadanos, sino solo los buenos ciudadanos participan activamente de los asuntos de la polis. El problema se centra, entonces, en cómo lograr que un hombre llegue a ser un buen ciudadano o un hombre de bien228, materia que abordaremos ahora.

			3.2. La relación entre ética y política

			Para Aristóteles, la ética se encuentra en estrecha relación con la política229. Mientras que la Ética Nicomáquea nos muestra la forma de vida que se requiere para alcanzar la vida buena o la felicidad (fin último al que aspira el hombre), la Política hace referencia a la Constitución y la clase de instituciones que son necesarias para resguardar este tipo de vida230 –el mejor régimen político–231. Sus tratados sobre ética232, y particularmente la Ética Nicomáquea, elaboran una ética de y para un ciudadano de la polis233, porque parten de la base de que debe existir unidad entre la vida moral y la vida política de los ciudadanos234.

			La ética constituye el fundamento de la política235. Si la vida buena solo puede alcanzarse gracias a la comunidad política, resulta razonable pensar que la ética, cuya preocupación es precisamente la vida buena, se conecta con la política en la medida en que esta última determina cuáles habrán de ser las condiciones que la comunidad ha de satisfacer para alcanzar la vida buena, tanto a nivel individual como colectivo236. No existe, por tanto, contradicción entre los fines del individuo y los fines de la comunidad. 

			Y, lo que resulta más importante, si el fin de la polis es la felicidad, en el sentido de la vida buena o del buen vivir, esta requiere que los hombres sean no solo buenos ciudadanos sino también hombres de bien. Para ser un hombre de bien es menester ser moralmente «virtuoso»237. Según Aristóteles: 

				La moral […] solo puede formar parte de la política. En política no es posible practicar cosa alguna sin estar dotado de ciertas cualidades; quiero decir, sin ser hombre de bien. Pero ser hombre de bien equivale a tener virtudes; y por tanto, si en política se quiere hacer algo, es preciso ser moralmente virtuoso238.

			Para Aristóteles la política «tiene como fin fijar las normas generales de la acción que aseguren el bien de los ciudadanos»239 y, por lo mismo, procurará «hacer a los ciudadanos de una cierta cualidad, esto es, buenos y capaces de acciones nobles»240.

			El rol de la educación y las leyes para una ciudadanía democrática

			Nadie nace siendo virtuoso, por lo que la educación juega un papel relevante en la formación del buen ciudadano y del hombre de bien241. No obstante, observa Aristóteles, se suele descuidar este aspecto a pesar de su centralidad para la perdurabilidad de un régimen. Sin la educación apropiada «nula sería la utilidad de las leyes más beneficiosas y ratificadas por todo el cuerpo de ciudadanos, si estos no están acostumbrados y educados en el régimen, democráticamente si las leyes son democráticas»242. En tal caso, la educación de los jóvenes debe tener como referencia el ideal democrático, ya que «el carácter democrático engendra la democracia»243.

			Esta educación, pensaba Aristóteles, al estar comprometida con la formación del carácter del ciudadano, debía ser una «educación pública» en lugar de quedar bajo la responsabilidad de las familias244. Los ciudadanos deben contribuir al bien común de la ciudad y no simplemente vivir como ellos quieran245. Para lograrlo se requiere que cada ciudadano «actúe de acuerdo con la virtud»246. De ahí que sostenga que

				puesto que hay un fin único para toda la ciudad, es manifiesto también que la educación debe necesariamente ser única y la misma para todos, y que el cuidado de ella debe ser común y no privado, como lo es actualmente cuando cada uno se cuida privadamente de sus propios hijos, instruyéndolos en la enseñanza particular que le parece. Es necesario que las cosas comunes sean objeto de un ejercicio común. Y al mismo tiempo, tampoco debe pensarse que ningún ciudadano se pertenece a sí mismo, sino todos a la ciudad, pues cada ciudadano es una parte de la ciudad, y el cuidado de cada parte está orientado naturalmente al cuidado del todo247.

			Por otro lado, las leyes también contribuyen a la formación de los ciudadanos, pues han de promover en ellos la virtud para que lleguen a ser buenos y justos. Según observa Aristóteles,
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